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MAGISTRADO: JOAQUiN ROQUE
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Cuernavaca, Morelos, a quince de febrero del dos mil

veintitrés.

1. RESUMEN DE LA RESOLUCIÓN

Sentencia definitiva que emite el Tribunal de Justicia

Administrativa del Estado de Morelos en sesión del día

quince de febrero de dos mil veintitrés, êf, la que se

declararon fundadas las razones de impugnación hechas

valer por  , eh contra de la

resolución de fecha veintiocho de mayo de dos mil

veintiuno, emitida por el CONSEJO DE HONOR Y
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JUSTICIA DE LA FISCALíA GEN.E.RAL DEL ESTADO DE

MoRELos, en el procedimiento de responsabilidad

administrativa VGyAI/Dcl00glz0z1 mediante la cual se le
sancionó con la destitución del cargo; por ende, se decretó la

ilegalidad y nulidad del acto impugnado, condenándose al

pago de la indemnización de tres meses de percepciones,

veinte días por año de prestación de servicios y

remuneraciones dejadas de percibir desde la injusta

separación, hasta que se realice el pago correspondiente;

con base en lo siguiente:

2. GLOSARIO

Parte actora:   

Autoridades

demandadas:
l. Consejo de Honor y Justicia de la

Fiscalía General del Estado de

Morelos;

2. Agente del Ministerio Público en

su carácter de autoridad

Sustanciador Adscrito a la

Visitaduría General y de Asuntos

lnternos.

3. Directora de Control de la

Visitaduría General y de Asuntos

lnternos perteneciente a la Fiscalía

General del Estado de Morelos.
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4. Coordinador General de

Administración de la Fiscalía

General del Estado de Morelos; y

5. Directora General de Recursos

Humanos de la Coordinación

General de Administración de la

Fiscalía General del Estado de

Morelos.

Actos impugnados: Resolución de fecha veintiocho de

mayo de dos mil veintiuno,

emitida por el CONSEJO DE

HONOR Y JUSTICIA DE LA

FISCALÍA GENERAL DEL

ESTADO DE MORELOS, en el

procedimiento de responsabilidad

administrativa

VGyAI/D CtOOgt2O211 .

LJUSTICIAADMVAEM: Ley de Justicia Administrativa del

Estado de Morelos2.

LORGTJAEMO: Ley Orgánica del Tribunal de

Justicia Administrativa del Estado

de Morelos3.

' Acto precisado en elcapítulo respectivo del presente asunto.
2 Publicada el diecinueve de julio de dos mil diecisiete en el Periódico Oficial "Tierra y
Libertad" 5514.t ldem 
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LSSFE|H Ley del Snsfenra de Seguridad

Publica del Estadø de Morelos

LSEEEOCSFffi
Ley' :6,,&eefacio¡¡es de Seguridad

y de Proeumeiûn de Justicia det

ffitTffi Edaüä#,,ffi' SËgüdffi
ffi¡þ¡f,,

çPROE{Vh.F: F Cfr#F,êreæa/ Ç¡vjt Mt Esfado

LW y,&beran o & &fore/os.

LGRA: Lçy Gepqrøil de Æpsponsab,ilidades

Administrpfiyas.

Tribunal: Tribunal de Justicia Administrativa

del Estado dç ildçrglgp.

IPRA: lnfiorme de preeunta

Rwenseb*ffiad ÁfWåeiva..

3.ffiffiffi:

4 Publ¡cada el once de julio del dos mil dieciocho en el periédjeo oficial ,,Tierra y
Libertad" 5611. l
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1, Previo a subsanar la prevención de fecha diez de

septiembre de dos mil veintiuno, con fecha siete de octubre

del mismo año, se admitió la demanda de relación

administrativa existente entre el Estado y los Ayuntamientos,

con Agentes del Ministerio Público, Peritos y los miembros de

las lnstituciones Policiales, presentada en fecha seis de

septiembre de dos mil veintiuno en contra del acto de las

autoridades demandadas; señalando como acto impugnado

la resolución de fecha veintiocho de mayo de dos mil

veintiuno, misma que se precisa en la presente sentencia

quedado la referida en el glosario de la presente resolución.

Con las copias simples, se ordenó emplazar a las

autoridades demandadas para que dentro del término de

diez días produjeras contestación a la demanda instaurada

en su contra, con el apercibimiento de ley.

2. Emplazadas que fueron las autoridades

demandadas, por autos de fecha veintinueve de octubre de

dos mil veintiuno, se tuvo a las autoridades demandadas

por contestada la demanda, ordenándose dar vista a la parte

actora respecto al procedimiento administrativo exhibido por

el término de tres días, para que manifestara lo que a su

derecho conviniera y se le dio a conocer el derecho para

ampliar su demanda en un término de quince días.

3. En acuerdo de fecha diecinueve de mayo de dos mil

veintidós, se le tuvo al actor por perdido su derecho para

desahogar la vista señalada en el párrafo que precede.
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4. Mediante acuerdo de fecha diecinueve de mayo de

dos mil veintidós, sê le declaró ar actor por perdido su

derecho para ampliar la demanda, y se ordenó abrir el

periodo probatorio por un plazo de cinco días común para las

partes.

5. Por proveído de fecha quince de junio del dos mil

veintidós, se les tuvo a las partes por preclüido su derecho
para ofrecer las pruebas, admitiéndose para mejor proveer

las documentales que fueron exhibidas en autos en términos
del artículo 535 del GpRoGlvlLEM.

6' Es así que, en fecha veintiséis de septiembre de

dos mil veintidós, tuvo verificativo la audiencia de ley, en

donde se desahogaron las pruebas, se pasó a la etapa de

alegatos, en de declaró perdido el derecho de ambas partes;

en consecuencia, se cerró la instrucción y el presente juicio

quedó en estado de resorución, turnándose para dictar
sentencia, misma que se emite a tenor de los siguientes

capítulos:

4. COMPETENCIA

Este Tribunal es competente para conocer y resolver el

presente asunto de conformidad con lo d,ispuesto por el

s s AÉículo 53. Las salas podrán acordar, de oficio, el desahogo de las pruebas que
estimen pertinentes para la mejor decisión del asunto, notificandì oportunamente a iasparte¡ a fin de que puedan intervenir si así conviene a sus iniereses; asimismò,podrán decretar en todo tiempo la repetición o ampliación de cualquier diligenciaprobatoria, siempre que lo estimen necesario. Los hechos notorios no r*q-ui"r"n
prueba.
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artículo 109 bis de la Constitucion Política del Estado Libre y

Soberano de Morelos; los artículos 1 y 3 de la

LJ USTICIAADMVAEM; 1 , 1 6, 1 B apartado B, fracción ll,

inciso l) y demás relativos y aplicables de la LORGTJAEMO,

196 de la LSSPEM.

Porque como se advierte, el acto impugnado se hizo

consistir en la resolución emitida por el CONSEJO DE

HONOR Y JUSTICIA DE LA FISCALÍA GENERAL DEL

ESTADO DE MORELOS, en el procedimiento de

responsabilidad administrativa VGyAI/DC100812021, en

donde se le impuso a la actora Ia sanción de destitución.

5. PRËSICIÓN Y EXISTENCIA DEL ACTO IMPUGNADO

De la demanda y del escrito por el cual la actora subsanó la

prevención, presentado el cuatro de octubre de dos mil

veintiuno y del auto de admisión de fecha siete del mismo

mes y año, se desprende que el acto impugnado es:

Resolución de fecha veintiocho de mayo de dos mil

veintiuno, emitida por el CONSEJO DE HONOR Y

JUSTICIA DE LA FISCALíA GENERAL DEL

ESTADO DE MORELOS, en los autos del

procedimiento de responsabilidad administrativa

VGyAI/DCl00812021 .

Ahora bien, toda vez que la demanda debe

estudiarse en su integridad, así como de los anexos qu.e se
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acompañen; es así que resulta importante realizar un

análisis pormenorizado de los mismos, para determinar con

exactitud la intención de la parte actora y de esta forma

armonizar los datos y los elementos que lo conforman.

sirve de orientación a ro anterior, los siguientes

criterios jurisprudenciales emitidos por el pleno de la

suprema corte de Justicia de ra Nación, bajo el rubro y
texto siguiente:

DEMANDA DE AMPARO. DEBE SER INTERPRETADA EN SU
rruteGn¡Dto.6

Este Alto Tribunal, ha sustentado reiteradamente el criterio de que
eljuzgador debe interpretar el escrito de demanda en su integridad,
con un sentido de liberalidad y no restrictivo, para determinãr con
exactitud la intención del promovente y, de esta forma, armonizar
los datos y los elementos que lo conforman, sin cambiar su alcancey contenido, a fin de impartir una recta administración dejusticia al dictar una sentencia que contenga la fijación clara y
precisa del acto o actos reclamados, confoime a lo dispuesto en
el artículo 77,'fraccion l, de la Ley de Amparo,

(Lo resaltado fue hecho por este Tribunal)

u Época: Novena Época, Registro: ß2ag7, rnstancia: preno, Tipo de Tesis:
Jurisprudencia, Fuente: semanário Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo Xl,Abril de 2000, Materia(s): comrln, TesiÈ: p.tJ. Aotzoo0, pá!in", ãt- Ãr;;;;;;
revisión 546/95. José Chacalo Cohen y coags. 24de aorit ce-tgg7. Unanimid.à oádiez votos. Ausente: Mariano Azuera ôuitron. ponente: ofa sanchêz cordero deGarcía Villegas. $ecretario: Carlos Mena Adame; Ampaå- en revisión 147Q1g6.
Bancomer, S.4., Grupo Fiduciarío. 24 d¿ abrit de t'egZ, 'Unanirì¿:rU'ããåirr'"ãiäã.
Ausente: Mariano Azuera GtJitrón. ponente: orga sánchèi coroero de Garciavillegas. secretario: carros Mena Adame; nmpãro en revisión s07ig6. Bernardo
Bolaños Guerra. 12 de mayo de 1ggg. Mayorla óä O¡ez votos;ãnce votos en relación
9on el criterio contenido en esta tesis. Ponente: Guiilernq I Orti, N¡ãvãgoìt¡r.secretaria: Lourdes Margarita GarcÍa Galicia; nmparo en'iàúiiion 3051/97. MarcoAntonio Peña Viila y coag. 1g de octubre de 1gg9. unanimidad de nueve votos.Ausentes: Presidente Genaro David Góngora pimentel v J¿¡ã-v¡.".i;-ñr;;;;
Alemån. Ponente: José Vicente Aguinaco Alemán; en su ausencía nizo ðuyo etproyecto Juan Díaz Romero. secretaria: Martha Velázquez Jiménez; nmpaio enrevisión 1465i96. Abraham Dantus sorodkin y coag.'21 dã octubre de 1999.unanimidad de diez votos. Ausente: José Vióente äguinaãã Alemán. ponente:
Guillermo l. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Marco Antonio-Bello Sánchez; El Tribunal
Pleno,, dn. su sesión þriiada celebrada hoy veintÌsiete de mazo en curso, aprobócon el número 40t20!0, la tesis jurisprúdencial que antecede. México, o¡stritó
Federal, a veintisiete de marzo Oe Oós mit.
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Es entonces que, de las constancias que obran en autos, se

encuentra el anexo denominado "Cuadernillo de Datos

Personales", del que se concluye que el acto impugnado

consiste en:

Resolución de fecha veintiocho de mayo de dos mil

veintiuno, emitida por el CONSEJO DE HONOR Y

JUSTICIA DE LA FISCALíA GENERAL DEL

ESTADO DE MORELOS, en el procedimiento de

respo nsabi I id ad ad m i n istrativa VGyAI/D C I 008 I 2021 .

Cuya existencia quedó acreditada con la exhibición de

las copias certificadas del procedimiento administrativo

VGyAI/DC100812021 y cuya existencia fue aceptada por las

autoridades demandadas.

A la cual se le confiere valor probatorio pleno en

términos de lo'dispuesto por el artícu'lo 437 primer párrafo7

del CPROCIVILEM de aplicación supletoria a la

LJUSTICIAADMVAM, por tratarse de copias certificadas

emitidas por autoridad facultada para tal efecto.

6. PROCEDENCIA

6.1 Las causales de improcedencia, por ser de orden pÚblico,

deben analizarse preferentemente las aleguen o no las

t RRttCUtO 437.- Documentos públicos. Son documentos priblicos los autorizados
por funcionarios públicos o depositarios de la fe pública, dentro de los lÍmites de su

competencia, y con las solemnidades o formalidades prescritas por la Ley. Tendrán
este carácter tanto los originales como sus copias auténticas firmadas y autorizadas
por funcionarios que tengan derecho a certificar.
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partes, lo anterior de conformidad con lo dispuesto por el

artículo 37 párrafo último' de la LJUSTICIAAÐMVAEM, en

relación con lo sostenido en la siguiente tesis de
jurisprudencia de aplicación análoga y de observancia

obligatoria para esta potestad en términos de lo dispuesto en

los artículos 215 y 21T de la Ley de Amparo.

IMPROCEDENCIA. ESTUDIO PREFERENCIAL DE LAS
CAUSALES PREVISTAS EN CI RRTíCULO 73 DE LA LEY DE
AMPARO,N

De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo del artículo 73
de la Ley de Amparo las causales de improcedencia deben ser
examinadas de oficio y debe abordarse en cualquier instancia en que
eljuicio se encuentre, de tar manera que si en lå revisión se advierte
que existen otras causas de estudio preferente a la invocada por el
Juez para sobreseer, habrán de analizarse, sin atender razonamiento
alguno expresado por el recurrente. Esto es así porque si bien el
artículo 73 prevé diversas causas de improcedencia y todas ellas
conducen a decretar el sobreseimiento en el juicio, sin analizar el
fondo del asunto, de entre ellas existen algúnas cuyo orden de
importancia amerita que se estudien de forrña preferente. una de
estas causas es la ino.bservancia al principio de definitividad que rige
en el juiqi.o de garantías, porque si, efectivamente, no se atendió aese principio, la acción en sí misma es improcedente, pues se
entiende que no es éste el momento de ejercitarla; y la actualización
de este motivo conduce ar sobreseimiento totai en'él .¡uicio. Así, si el
Juez de Distrito para sobreseer atendió a la causal,pr:ôpuesta por las
responsables en el sentido de que se consintió la ley reclamada y, por
su pade, consideró de oficio que respecto de lôs restantes ãcios
habia dejado de existir su objeto o materia; pero en revisión se
advierte que existe otra de estudio preferenie (inobservancia al
principio de definitividad) que daría lugar al sobreseimiento total en eljuicio y que, por ello, resultarían inãtendibles los agravios que se
hubieren hecho valer, lo procedente es invocar 

-tal 
motivo de

sobreseimiento y con base en él confirmar la sentencia, aun cuando
por diversos motivos, al sustentado por el referido Juez de Distrito.
(Sic)

8 Artículo 37. Eljuicio ante el Tribunal de Justicia Administrativa es improcedente en
contra de:

El Tribunal deberá analizar de oficio si concurre alguna causal de improcedencia delas señaladas en este artículo, y en su caso, decretar el sobreseimiento del juicio
respectivo.
o Tipo de documento: Jurisprudencia, Novena época, lnstancia: primera sala, Fuente:
semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: lX, Ènero de 1ggg, pågina:
'13,
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Es menester señalar que, si bien los artículos 17

Constitucional, S numeral 1 y 25 numeral 1 de la Convención

Americana sobre Derecho Humanos, que reconocen el

derecho de las personas a que se les administre justicia, el

derecho a ésta última y contar con un recurso sencillo y

rápido, o efectivo, de ninguna manera pueden ser

interpretados en el sentido de que las causales de

improcedencia del juicio de nulidad sean inaplicables, ni que

el sobreseimiento en é1, por sí viola esos derechos.

Por el contrario, como el derecho de acceso a la

justicia está condicionado o limitado a los plazos y términos

que fijen las leyes, es claro que en ellas también pueden

establecerse las condiciones necesarias o presupuestos

procesales para que los tribunales estén en posibilidad de

entrar al fondo del asunto planteado y, decidir sobre la

cuestión debatida.

Por tanto, las causales de improcedencia establecidas

en la LJUSTICIAADMVAEM tienen una existencia justificada,

en la medida en que, atendiendo al objeto del juicio, a la
oportunidad en que puede promoverse, o bien, a los

principios que lo regulen, reconoce la imposibilidad de

examinar el fondo del asunto, lo que no lesiona el derecho a

la administración de justicia, ni el de contar con un recurso

sencillo y rápido, o cualquier otro medio de defensa efectivo;

pues la obligación de garantizar ese recurso efectivo, no

implica soslayar la existencia y aplicación de los requisitos

procesales que rigen al medio de defensa respectivo.
7t
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6.2 Este Tribunal advierte que, respecto al acto

impugnado se actualiza la causal de improcedencia a favor

de Agente del Ministerio Público en su carácter de autoridad

sustanciador Adscrito a la Visitaduria General y de Asuntos

lnternos; Directora de control de la Visitaduría General y de

Asuntos lnternos; coordinador General de Administración; y

Directora General de Recursos Humanos de la coordinación

General de Administración todos de la Fiscalía General del

Estado de Morelos; prevista en la fracción XVI del artículo

3710 de la LJUSTICIAADMVAEM, la cual dispone que el

juicio de nulidad es improcedente en los demás casos en que

la improcedencia resulte de alguna disposición de esta ley.

En este caso dieha impr,ocedencia deriva de lo

dispuesto por el artículo 12 fracción il inoisci a) de la

LJUsrlclAAÞMVAEM'g,ue establece que, son paftes en el

presente juicio:

"La autoridad omisa o la que dicte, ordene, ejecute o trate de ejecutar
el acto, resolución o actuación de carácter administrativo o fiscal
impugnados... "

Porque como se advierte el acto impugnado

consistente en la resolución de fecha veintiocho de mayo de

dos mil veintiuno, que fue emitida por el consejo de Honor y

Justicia de la Fiscalía General del Estado de Morelos, en el

procedimiento de responsabilidad administrativa

vGyAl/Dc100812021 y no por las autoridades antes

10.Artículo 
37. Eljuicio ante el Tribunal de Justicia Administrativa es improcedente en

contra de

XVl. Los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de
esta Ley."
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mencionadas; en consecuencia, corno ya se ha dicho, es

procedente decretar el sobreseimiento del juicio tocante al

acto impugnado respecto a ellas.

Entonces no se tomarán en cuenta las defensas y

excepciones hechas por las autoridades antes citadas; al

haberse declarado el presente juicio improcedente en su

contra.

6.3 La demandada Consejo de Honor y Justicia de la

Fiscalía General del Estado de Morelos hizo valer las

siguientes causales de improcedencia previstas por el artículo

37 fracciones ll, lll, Vlll, X y XIV de la LJUSTIGIAADMVAEM

que rezan:

Artículo 37. Ël juicio ante el Tribunal de Justicia Administrativa es
improcedente en contra de:

ll. Actos de autoridades que no formen parte de la Administración Pública del
Estado o de los Municipios o de sus organismos descentralizados; excepto en
aquellos casos de aplicación de la ley de responsabilidades de los servidores
públicos y de la legislación en materia de contratación de obra pública;
adquisiciones, enajenaciones y arrendamientos.
lll, Actos que no afecten el interés jurídico o legítimo del demandante;

vitt. nrtor consumados de un modo irreparable;

X. Actos consentidos tácitamente, entendiéndose por tales, aquellos en contra
de los cuales no se promueva eljuicio dentro del término que al efecto señala
esta Ley;

XlV. Cuando de las constancias de autos se desprende claramente que el acto
reclamado es inexistente;

6.4 Respecto a la fracción ll del artículo 37 en relación

con el artículo 1 de la LJUSTICIAADMVAEM, dice que, el

Consejo de Honor y Justicia de la Fiscalía General del Estado
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de Morelos, es una un,idad administrativa de un organismo

constitucional auténomo, naciendo de ello la incompetencia

de este Tribunal.

Lo cual resulta infundado, porque la competencia de

este Tribunal para conocer respecto al conflicto del actor,

quien ostentó el cargo de elemento de seguridad pública de

la Fiscalía General del Estado de Morelos, emana de los

artículos 1, 18 apartado B, fracción ll, inciso r), fracción lV y

demás relativos y aplicables de la LORGTJAEMO, ên

relación con los aftículos 4, fracciones XV y XVr, 43, fracción

l, inciso b), 176 y 196 de la LSSPEM que disponen:

Artículo l. El rribunal de Justicia Administrativa cuenta con las
facultades, competencias y organización que establece la
constitución Política de los Estados unidos Mexicanos, la particular
del Estado, la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Morelos,.la
Ley de Responsabilidades Administrativas der Estado de Morelos, la
Ley General de Responsabilidades Administrativas y demás
normativa aplicable; forma parte integrante del sistema Estatal
Anticorrupción y está dotado de plena jurisdicción, autonomía e
imperio suficientes para hacer cumplir sus determinaciones y
resoluciones.

Las resoluciones que emitan las salas de rnstrucción, las salas
Especializadas, el Pleno Especializado en Responsabilidades
Administrativas o el Pleno del rribunar deberán apegarse a los
principios de legalidad, máxima publicidad, respeto a los derechos
humanos, verdad material, razonabilidad, proporcionalidad,
presunción de inocencia, tipicidad y debido proceso.

Las instalaciones del rribunal son inviolables y por tanto queda
prohibido el acceso a cuaiquier persona armada. para el caso de los
elementos de seguridad que sean parte dentro de algún juicio, se
abstendrán de portar su arma de cargo durante el desahogo de la
diligencia. Para el cumptimiento de lo señarado en el þresente
párrafo, el Ejecutivo del Estado destinará elementos del área de
Seguridad:Pública.

Artículo 18. Ssn atl.ibuciones y competencias del plêno:

B) Competencias:
ll. Resolver los asuntos sometidos a su jurisdicción, por lo que
conocerá de:
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l) Conforme a lo establecido en el artículo 123, apartado B, fracción
Xlll de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
conocerá de los juicios promovidos por los miembros de las
instituciones de sequridad pública. derivados de su relación
administrativa con el Estado y los Ayuntamientos, en contra de las
sentencias definitivas mediante las que se imponen correctivos
disciplinarios y sanciones impuestas por los Consejos de Honor
y Justicia, con excepción de las responsabilidades administrativas
graves previstas en la Ley General de Responsabilidades
Administrativas;

lV, Los demás asuntos cuyo conocimiento corresponda al
Tribunal, en los términos que determinen las Leyes.

Artícufo 4.-Para los efectos de la presente Ley, se entiende por:

iV. lnst¡tuciones de Seguridad Pública, a las instituciones Policiales,
de Procuración de Justicia, del Sistema Penitenciario y de las
Dependencias encargadas de la Seguridad Pública a nivel Estatal y
Municipal, así como a los encargados de su capacitación, formación y
profesionalización durante el desarrollo del servicio de carrera;
XVl. lnstituciones Policiales, a los elementos de Policía Preventiva
Estatal con sus grupos de investigación, y municipal, de Policía
Ministerial, a los elementos de vigilancia y custodia de los
establecimientos penitenciarios, así como a los encargados de la
seguridad durante los procesos judiciales y la vigilancia del
cumplimiento de las medidas cautelares tanto de adolescentes como
de adultos, bomberos y de rescaie; y en general, todas las
dependencias encargadas de la seguridad pública a nivel Estatal
y Municipal;

Artículo 43.- Son lnstituciones en materia de Seguridad Pública:

l. Estatales:
a) La Comisión Estatal de Seguridad Pública;
b) La Fiscalía General del Estado de Morelos, y
c) El Secretariado Ejecutivo;
ll. Municipales:
a) El área responsable de la seguridad pública en los Municipios.

Artículo 176.- La Fiscalía, la Comisión Estatal de Seguridad Pública,
la Coordinación Estatal de Reinserción Social y las áreas de
Seguridad Pública Estatal y Municipales, contarán'con un Consejo de
Honor y Justicia, el cual conocerá y resolverá los asuntos que le sean
turnados por la Visitaduría y las Unidades de Asuntos lnternos, una
vez que se haya agotado todo el procedimiento establecido en esta
Ley y las demás aplicables, dentro de los plazos establecidos por la
misma.

El Consejo de Honor y Justicia confirmará, modificará o negará la
propuesta de sanción, por unanimidad o mayoría simple de sus
miembros, respecto de los siguientes asuntos:

L La destitución o remoción de la relación administrativa;
15
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ll. La suspensión temporal de funciones;
lll. Cambio de adscripción; y
lV. Los recursos de queja y rectificación.

Artículo 196. El rribunal de lo contencioso Administrativo del
Estado de Morelos será el competente para conocer de los
conflictos derivados de las prestaciones de servicios del
personal administrativo; de los emanados de los procedimientos
administrativos iniciados en contra del personal operativo o de
los elementos de las instituciones policiales definidos en esta ley
en el ámbito estatal o municipal así como de los ministerios públicos,
peritos y policía ministerial de la Procuraduría General de Justicia del
Estado, igualmente será el órgano jurisdiccionar competente de
conocer de los actos que emanen de la remoción inmediata de los
mismos por la no acreditación de los requisitos de permanencia que
contempla esta ley.

De lo cual se colige que si la Fiscalía General del

Estado de Morelos es una ¡nstitución en materia de seguridad

pública, está incluida dentro del artícuro 1g apartado B,

fracción ll, ínciso a), l) de la LO'RGTJAEMO, guê indica la

competencia de este Tribunal, para conocer y resolver sobre

las controversias de miembros de las instituciones de

seguridad pública, derivados de su relación adrninistrativa, en

contra de las sentencias definitivas mediante las que se

imponen correctivos disciplinarios y sanc¡ones impuestas por

los Consejos de Honor y Justicia.

6.5 Respecto a las causales de

fracciones lll y XIX del artículo

improcedencia

37 de la

LJUSTICIAADMVAEM, se atienden de manera conjunta y en

los que sostiene que, no se afecta er interés jurídico del

demandante, al tomarse en consideración que no se ha

emitido una resolución de fecha veintiocho de mayo de dos
mil veintiuno, por tanto es inexistente el acto impugnado que

señaló la actora; aspectos que resurtan inatendibles, ya que

como ha quedado despejado en párrafos anteriores, se

16
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precisó que el acto impugnado es la resolución de fecha

veintiocho de mayo de dos mil veintiuno, emitida por el

Consejo de Honor y Justicia de la Fiscalía General del Estado

de Morelos, en el procedimiento de responsabilidad

administrativa VGyAI/DCl00812021, estableciéndose su

existencia, por ende la afectación jurÍdica del justiciable.

6.6. Tocante a la fracción Vlll del artículo 37 de la
LJUSTICIAADMVAEM, argumenta que ya se ejecutó la

resolución de fecha veintiocho de mayo de dos mil

veintiuno, dictada en el procedimiento VGyAI/DC100812021,

consecuentemente ha sido separado irreparablemente y el

artículo 123 apartado B fracción Xlll de la Constitución

Federal prohíbe la reinstalación.

Lo cual resulta parcialmente fundado, pero

inoperante, porque el mismo precepto constitucional que

invoca dispone:

Artículo 123.- Toda persona tiene derecho al trabajo digno y
socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos y la
organización social de trabajo, conforme a la ley.

g. fntr" los Poderes de la Unión y sus trabajadores:

Xlll. Los militares, marinos, personal del servicio exterior, agentes del
Ministerio Público, peritos y los miembros de las instituciones
policiales, se regirán por sus propias leyes.
Los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las
instituciones policiales de la Federación, las entidades federativas y
los Municipios, podrán ser separados de sus cargos si no cumplen
con los requisitos que las leyes vigentes en el momento del acto
señalen para permanecer en dichas instituciones, o removidos por
incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus funciones. Si la
autoridad iurisdiccional resolviere que ta separación, remoción.
baia, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue
iniustificada. el Estado sólo estará obliqado a paqar la
indemnización v demás prestaciones a que tenqa derecho. sin
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que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio,
cualquiera que sea el resultado deljuicio o medio de defensa que
se hubiere promovido.

(Lo resaltado fue hecho por este Tribunal)

De ahí que, si en el presente fallo se determina que la

separación fue ilegal, la manera de resarcir al actor, no será

reincorporarlo a su cargo sino paoarle las indemnizaciones

r

derecho.

6.7 Refiere que, con relación al artículo 37 fracción X

de la LJUSTICIAADMVAEM, se configura porque la
resolución de fecha veintiocho de mayo de dos mil

veintiuno, causó ejecutoria el diecinueve de agosto de dos

mil veintiuno, en términos del artículo 206 de la LGRA, en

relación con el 210 de esa misma ley, así como el 40 de la
LJUSTIGIAADMVAEM, en razón de que dentro der prazo que

indican esos preceptos no presentó medio de impugnación

alguno en contra de esa resolución.

Lo cual resulta infundado, porque la ley especiarizada

que regula los procedimientos en contra de los elementos de

seguridad pública lo es la LSSFEM; en tal sentido le aplica el

artículo 200 fracción lll de esa norma, que a la letra señala:

Artículo 201.- Prescribirån en treinta días

t....
11....
lll.- Las acciones para impugnar la resolución qge de
relación administrátiva, contándösë ël tg'Hn¡no
momento de la sepàración.

por terminada la
a partir del

Ahora, del compendio que se resuelve se desprende

18
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que si bien el veintitrés de junio de dos mil veintiuno, se

notificó a la parte actora, la resolución de fecha veintiocho

de mayo de dos mil veintiuno por estrados de la Visitaduría

General y Asuntos lnternosll, la separación se ejecutó hasta

el treinta de agosto de dos mil veintiuno, como queda

demostrado con las siguientes documentales integradas en

las' copias ceñificadas del procedimiento administrativo

VGyAI/DC/008/2021, previamente valoradas:

1.- La Documental: Consistente en copia ceftificada

de oficio FGE/CGA/DRH/259412021-08, de fecha veintitrés de

agosto de dos mil veintiuno, suscrito por la Directora de

Recursos Humanos de la Fiscalía General del Estado, y

dirigido a la Agente del Ministerio Público Adscrita a la

Dirección de Control de la Visitaduría General y de Asuntos

lnternos de la Fiscalía General.l2

2.- La Documental: Consistente en copia certificada

de oficio FGE/DGUDPA/259412021-08, de fecha veintisiete

de agosto de dos mil veintiuno, suscrito por la Directora de

Recursos Humanos de la Fiscalía General del Estado, y

dirigido a la Agente del Ministerio Público Adscrita a la

Direccién de Control de la Visitaduría General y de Asuntos

lnternos.l3

tt Foias 392 a la 400 deljuego de copias certificadas del procedimiento administrativo
VGvAI/DC/00812021t' Fo¡as 125 deljuego de copias certificadas del procedimiento administrativo
VGyAI/DC/008na21

" Fo.¡as 426 del juego de copias certificadas del procedimiento administrativo
VGyAI/DC/O08t2021.
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De las cuales se observa que comunican que, la
destitución del empleo, cargo o comisión del actor surtiría

etectos con fecha treinta de agos"to de dos mil veintiuno;
que admiculadas con la prueba:

3.- La Documental: Consistente en impresión de

Comprobante para el Empleado, a norn,bre de 
 , correspondiente a la segun'da quincena

del mes de agosto de dos mil veintiuno.la

A la cual se le concede valor probatorio de

conformidad al artículo 49015 del CPROCIVILEM, de

aplicación supletoria con fundamento en el artículo 716 de la
LJUSTIGIAADMVAEM, y con sustento por anarogía en el

siguiente criterio:

RECIBOS DE I.¡ÓMINR COI.I SELLO DIGITAL. AUN CUANDO
CAREZCAN DE LA FIRMA DEL TRABAJADOR, TIENEN VALORpRoBAToRto EN EL Jutcto LABoRAL, eN tÉRMtNos DEL
nnrícuuo s9, FRAcctóN ilt, DE LA LEy DEL tMpuEsro soBRE
LA RENTA.17

Las impresiones de los recibos de nómina aportados en el juicio
laboral, no pueden valorarse como documentares públicas o privadas
si carecen de firma autógr:afa para su reconocimiento; sin embargo,
deben analízarse en términos del artículo776, fracción Vlil, de la Ley
Federal del rrabajo, como aquellos medios aportados por loi
descubrimientos de la ciencia, tales como documentos digitales o
medios electrónicos, donde habrá de atendeiËe a ra fiabilidad del
método en que fueron generados, como es la cadena de caracteres

tt Folas 10 del presente expediente.
'" Antes referido
tuAntes 

referidot, Época: Décima Época, Registro: 2016rgg; rnstancia: Tribunales colegiados de
circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del semanario Judiãal de la
Federación;Libro 51 , Febrero de 2018, Tomo lll; Materia(s): Laboral, Tesis:
XVll.3o.c.T.3 L (10a.); Página: 1s3s TERCER TRTBUNAL coLEctADo EN
MAÏERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL OÉCIUO SÉPr¡N¡O CIRCUITO,
Amparo directo 92612016. comercializadora lntegral Gp, s.A. de c.v. 9 de mazo de
2017. Unanimidad de votos. Ponente: Gabriel Ascención Galván Carrizales.
Secretario: Jesús Manuel Corral Basurto.
Esta tesis se publicó el viernes 0g de febrero de 2o1g a las 10:,11 horas en el
Semanario Judicial de la Federación.
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generada con motivo de la transacción electrónica, el sello digital o
cualquiera que permita autenticar el contenido de dicho documento
digital, así como que se encuentre disponible para su ulterior
consulta. Por ello, las impresiones de los recibos de nómina, aun
cuando carezcan de la firma del trabajador, siempre que cuenten
con el sello digital generado, correspondiente a la cadena de
caracteres que permite autentificar la operación realizada, tienen
valor probatorio en el juicio laboral, conforme al artículo 99,
fracción lll, de la Ley del lmpuesto sobre la Renta, que señala
que quienes hagan pagos por salarios y, en general, por la
prestación de un servicio personalsubordinado, deberán expedir
y entregar comprobantes fiscales en la fecha en que se realice la
erogación correspondiente, los que podrán utilizarse como
constancia o recibo de pago para efectos de los numerales 132,
fracciones Vll y Vlll, y 804, primer párrafo, fracciones ll y lV, de la
Ley Federal del Trabajo.

(Lo resaltado no es de origen)

En el entendido que, ninguna de estas pruebas fue

impugnada por alguna de las partes.

Se concluye entonces que, la fecha de separación del

actor, lo fue el treinta de agosto de dos mil veintiuno; en

consecuencia, si la demanda fue presentada el se¡s de

septiembre de dos m¡l veintiuno, únicamente habían

transcurrido se¡s días hábiles; como se aprecia de los

siguientes calendarios:

Agosto
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Por consecuencia, la
demanda fue presentada en

tiempo.

Este Tribunal determina que, analizado este asunto,

no se advierte la configuración de alguna otra causal de

improcedencia por la cual deba de pronunciarse.

7. ESTUDIO DE FONDO.

7.1 Planteamiento del caso

En términos de lo dispuesto en la fracción r del artículo

8620 de la LJUsÏclAADtglvAEM, se procede a hacer la
fijación clara y precisa de los puntos controveftidos en el

presente juicio.

De acuerdo a las constancias que obran en autos, la
litis consiste en determinar la legalidad o ilegalidad del acto

'8 AcUERDo PTJA/014/2020 PoR EL QUE SE DETERMINA EL cALENDARIo DE
SUSPEHSIÓN DE LABORES DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
DEL ESTADO DE MORELOS, CORRESPONDIENTE AL AÑO DOS MIL
VEINTIUNO.
ie Acuerdo PTJN35|2O21 del pleno del tribunal de justicia administrativa del estado de
Morelos, por el que se suspenden las actividades jurisdiccionales y, por ende se
declaran inhábiles los dias ocho, catorce y diecisiete de septiembre del'año dos mil
vneintiuno y como medida preventíva por la enfermedad por coronavirus covid-1g'" Artículo 86. Las sentencias que dicte elTribunal no necesitarán formulismo alguno,
pero deberán ser redactadas en términos claros y precisos y contener:

l. La frjación clara y precisa de los puntos conirovertidosi
il. ...
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impugnado, a la luz de las razones de impugnación

esgrimidas por el demandante.

7.2 Presunción de legalidad

En la República Mexicana, así como en el estado de

Morelos, los actos de autoridad gozan de presunción de

legalidad, esto en términos del primer párrafo del aftículo 16

de la Constitucion Política de /os Esfados Unidos Mexicanos

del que se advierten los requisitos de mandamiento escrito,

autoridad competente, fundamentación y motivación, como

garantías instrumentales que, a su vez, revelan la adopción

en el régimen jurídico nacional del principio de legalidad,

como una garantía del derecho humano a la seguridad

jurídica, acorde al cual las autoridades sólo pueden hacer

aquello que expresamente les facultan las leyes, lo cual se

apoya en el siguiente criterio:

pRrNcrpro DE LEGALTDAD. cARAcrEnísr¡cRs DE su DoBLE
FUNcToNALTDAD rnRrÁruoosE DEL Acro ADMrNrsrRATrvo y
SU NTI-ACIÓT.¡ CON EL DIVERSO DE INTEROICCIÓI.I DE LA
ARBITRARIEDAD Y EL coNTRoL JUR¡SDIcCIONAL''.

Del artículo 16, primer párrafo, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, se advierten los requisitos de
mandamiento escrito, autoridad competente y fundamentación y
motivación, como garantías instrumentales que, a su vez, revelan la
adopción en el régimen jurídico nacional del principio de legalidad,
como una garantía del derecho humano a la seguridad jurídica,
acorde al cual las autoridades sólo pueden hacer aquello para lo que
expresamente les facultan las leyes, en el entendido de que éstas, a
su vez, constituyen la manifestación de la voluntad general. Bajo esa
premisa, el principio mencionado tiene una doble funcionalidad,
particularmente tratándose del acto administrativo, pues, por un lado,

'' Época: Décima Época. Registro: 2005766. lnstancia: Tribunales Colegiados de
Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la
Federación. Libro 3, febrero de 2014, Tomo lll. Materia(s): Constitucional. Tesis:
1V.2o.4.51 K (10a.) Pâgina: 2239.
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impone un régimen de facultades expresas en el que todo acto de
autoridad que no represente el ejercicio de una facultad
expresamente conferida en la ley a quien lo ernite; se considerará
arbitrario y, por ello, contrario al derecho a la seguridad jurídica, lo
que legitima a las personas para cuestionar la validez de un acto
desajustado a las leyes, pero, por otro, bajo lq,adopción del mismo
principio como base de todo el ordenamiento, se genera la
presunción de que toda actuacién de la autoridad deriva del
ejercicio de una facultad que la ley le confiere, en tanto no se
demuestre lo contrario, presunción de legdlidad ampliamente
reconocida tanto en la doctrina como en la legislación nacional.
Asi, el principio de legalidad, apreciado en su mayor amplitud, da
cabida al diverso de interdicción de la arbitrariedad, pero también
conlleva que éste opere a través de un control jurisdiccional, lo que
da como resultado que no basta que el gobernado considere que
determinado acto carece de fundamentación y motivación para que lo
estime no obligatorio ni vinculante o lo señale como fuente de un
derecho incontrovertible a una sentencia que lo anule, sino que, en
todo caso, está a su cargo recurrir a los órganos de control a hacer
valer la asumida ausencia o insuficiencia de fundamento legal y
motivación dentro de dicho procedimiento y, a su vez, corresponderå
a la autoridad demostrar que el acto cuestionado encuentra sustento
en una facultad prevista por la norma, so pena de que sea declarado
contrario al derecho a la seguridad jurídica, lo que revela que los
procedimientos de control jurisdíccional, constituyen la última garantía
de verificación del respeto al derecho a ra seguridad jurídicã, cuyas
reglas deben ser conducentes y congruentes con ese propósito.

Por lo anterior, la carga de la prueba corresponde a la
parte actora. Esto vinculado con el artículo 3g6 primer

pârrafo22 del cPRoclvltEM de apricación complementaria a

la LJUSTICIAADMVAEM de conformidad a su artículo 723,

cuando el primero señala, que la parle que afirme tendrá la

carga de la prueba de sus respectivas proposiciones de

" ARTlcuLo 386.- carga de la prueba. Las partes asumirán la carga de la prueba de
los hechos constitutivos de sus pretensiones. Así, la parte que afirme tendrå la carga
de la prueba, de sus respectivas proposiciones de hecho, y los hechos sobre los qõe
el adversario tenga a su favor una presunción legal.

23 Artículo 7. Los juicios que se promuevan ante el Tribunal se sustanciarán y
resolverán con arreglo a los procedimientos que señala esta Ley. A falta de
disposición expresa y en cuanto no se oponga a lo que prevé este ordenamiento, se
estará a lo dispuesto por el Código Procesal Civil para el Estado Libre y Soberano de
Morelos; en materia fiscal, además a la Ley General de Hacienda ãel Estado de
Morelos, el código Fiscal del Estado de Morelos, la Ley General de Hacienda
Municipal del Estado de Morelos, y la ley o decreto que crea un organismo
descentralizado cuyos actos se impugnen; en materia de responsabilidal de los
servidores públicos a la ley estatal en la materia, en lo que resulten aplicables.
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hecho y los hechos sobre los que el adversario tenga una

presunción legal.

7.3 Pruebas

A ambas partes se les tuvo por perdido su derecho

para ofrecer sus pruebas; sin embargo, êñ términos del

artículo 5324 de la LJUSTICIAADMVAEM, para la mejor

decisión del asunto se admitieron las documentales que

fueron exhibidas en autos; por tanto, las pruebas admitidas y

desahogadas, fueron las que a continuación se describen:

1.- La Documental: Consistente en copia de oficio

FGE/CGA/DRH/259412021-08, de fecha veintitrés de agosto

de dos mil veintiuno, suscrito por la Directora de Recursos

Humanos de la Fiscalía General del Estado, y dirigido a la

Agente del Ministerio Público Adscrita a la Dirección de

Control de la Visitaduría General y de Asuntos lnternos de la

Fiscalía General.2s

2.- La Documental: Consistente en copia de oficio

FGE/DGUDPA/259412021-08, de fecha veintisiete de agosto

de dos mil veintiuno, suscrito por la Directora de Recursos

Humanos de la Fiscalía General del Estado, y dirigido a la

2a Artículo 53. Las Salas podrán acordar, de oficio, el desahogo de las pruebas que
estimen pertinentes para la mejor decisión del asunto, notificandô oportunamente a las
partes a fin de que puedan intervenir si así conviene a sus intereses; asimismo,
podrán decretar en todo tiempo la repetición o ampliación de cualquier diligencia
probatoria, siempre que lo estimen necesario. Los hechos notorios no requieren
prueba.
tt Fo¡as 125 del juego de copias certificadas del procedimiento administrativo
VGyAI/DC/00812021
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Agente del Ministerio Público Adscrita a la Dirección de

control de la Visitaduría General y de Asuntos rnternos. 26

3.- La Documental: Consistente en impresión de

Comprobante para el Empleado, a nombre de 
 correspondiente a la segunda quincena

del mes de agosto de dos mil veintiuno.2T

Previamente valoradas en líneas anteriores en donde

se indicó la situación demostrada con ellas.

4.- La Documental: Consistente en copia de acta de

nacimiento, número 125, a nombre de 
 registrada el'dieciocho de enero de mil novecientos

cincuenta y ocho, en el libro 1, de la oficiaría 0001, del Estado

de Veracruz.2s

5.- La Documental: Consistente en copia del oficio

número SA/DGRH/DP/SS t23g4l2oz1, de fecha dos de junio

de dos mil veintiuno, suscrito por el Director General de

Recursos Humanos de la secretaría de Administración del

Gobierno del Estado de Morelos, y dirigido a 
e

A estas pruebas antes relacionadas no es factible

atribuirles valor probatorio alguno, al no tener relación con la

lf -foias 476 del juego de copias certificadas del procedimiento administrativo
VGyAI/DC/0A8t2021.

2t Foias 10 del presente expedíente.

" Foias 12 de este compendio.
" Fo¡as 13 del presente conflicto.
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contienda planteada, en términos del ar1ículo 385 fracción 130

del CPROCIVILEM, de aplicación supletoria con fundamento

en el artículo 731 de la LJUSTICIAADMVAEM.

6.- La Documental: Consistente en copia simple de

Certificación laboral, folio 13495, a nombre de 

, expedida con fecha dos de junio de dos mil veintiuno,

por el Director General de Recursos Humanos de Gobierno

del Estado Libre y Soberano de Morelos.32

Tocante a esta documental antes relacionadas aún y

cuando se trata de una copia simple su valorar probatorio

será determinado en líneas posteriores, siempre que se

adminicule con algún otro medio que robustezca su fuerza

probatoria; esto con sustento en el ar1ículo 49033 del

CPROCIVILEM, de aplicación supletoria con fundamento en

30 ARTICULO 385.- Rechazo de medios de convicción improcedentes. Son
improcedentes y el Juzgador podrá rechazar de plano las pruebas que se rindan:
l.- Para demostrar hechos que no son materia de la contienda o que no han sido
alegados por las partes;

àì'Ant", referido.t' 
Fo.¡as 13 de este asunto.

33 ARTIGULO 490.- Sistema de valoración de la sana critica. Los medios de prueba
aportados y admitidos, serán valorados cada uno de ellos y en su conjunto,
racionalmente, por el Juzgador, atendiendo a las leyes de la lógica y de la experiencia,
debiendo, además, observar las reglas especiales que este Código ordena.
La valoración de las pruebas opuestas se hará confrontándolas, a efecto de que, por
el enlace interior de las rendidas, las presunciones y los indicios, se lleguen a una
convicción. En casos dudosos, el Juez también podrá deducir argumentos del
comportamiento de las partes durante el procedimiento. En todo caso el Tribunal
deberå exponer en los puntos resolutivos cuidadosamente las motivaciones y los
fundamentos de la valoración jurídica realizada y de su decisión.
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el ordinal 734 de la LJUSTICIAADMVAEM, y con sustento en

el siguiente criterio jurisprudencial:

DOCUMENTOS OFREGIDOS EN FOTOCOPIAS SIMPLES, VALOR
PRoBAToRto DE.3'

No se puede otorgar valor probatorio aun cuando no hayan sido
objetadas en cuanto a su autenticidad, las copias simples de un
documento, pues al no tratarse de una copia certificada, no es posible
presumir su conocimiento, pues dichas probanzas por sí solas, y
dada su naturaleza, no son susceptibles de producir convicción plená
sobre la veracidad de su contenido, por la facilidad con la que se
pueden confeccionar, por etlo, es menester adminicutarlas con
algún otro medio que robustezca su fuerza probatoria, razón por
la que sólo tienen el carácter de indicio ar no haber sido
perfeccionadas.

(Lo resaltado es añadido)

7.- La Documentâl: Consistente en copia de

constancia de situación Laboral y sararial, a nombre de

 , expedida con fecha veinticinco de

marzo del año dos mil veintiuno, por el coordinador General

3a Artículo 7. Los juicios que sa promuevan ante el Tribunal se sustanciarán y
resolverán con arreglo a los procedimientos que señala esta Ley. A falta de
disposiciÓn expresa y en cuanto no se oponga a lo que prevé este ordênamiento, se
estará a lo dispuesto por el Código Procesal Civil para el Ëstado Libre y Soberano de
Morelos; en materia fiscal, además a la Ley General de Hacienda äel Estado de
Morelos, el código Fiscal del Estado de Morelos, la Ley General de Hacienda
Municipal del Estado de Morelos, y la ley o decreto que crea un organismo
descentralizado cuyos actos se impugnen; en materia de responsabilidad de los
servidores públicos a la ley estatalen la materia, en lo que resulten aplicables.

3t Época: Novena Época; Registro: 202ss0, rnstancia: Tribunales colegiados de
Circuito; Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Fãderacíón
y su Gaceta; Tomo lll, Mayo de 19g6, Materia(s): común; Tesis: lV.3o. J/23; página:
510; TËRCËR TRIBUNAL COLEGTADO DEL CUARTO CtRCU|TO.
Amparo directo 717192. Comisión de Contratos de la Sección cuarenta det
s.T.P.R.M., s.c. 3 de mazo de 1993. unanimídaö de votos. ponente: Juan Miguel
Garcia Salazar. Secretario: Angel Torres Zamarrón.
Amparo en revisión 27193. Arix, S.A. de c.V. 2g de abril de 19g3, unanimidad de
votos. Ponente: Juan Miguel Garcfa Salazàr. Secretario: AngelTorres Zamarrón.
Amparo directo 851194. Eduardo iìeyes Torres. 1o. de febiero de 1gg5. Unanimidad
de votos. Ponente: Juan Miguel Garcia Salazar. Secretario: AngelTones Zamarrón.
Amparo directo 594194. Fidel Hoyos Hoyos y otro. 16 de mazã de 1995. Unanimidad
de votos. Ponente: Enrique cerdán Lira. secretario: Raúl Fernández castillo.
Amparo directo 34/96. servicios programados dê seguridad, s.A. de c.V. 27 de
marzo de '1996, Unanimidad de votos. Pônente: Enrique Cerdän Lira. Secretario: Rarjl
Fernández Castillo.
Nota: Por ejecutoria de fecha I de mayo de 2002,|a Primera Sala declaró inexistente
la contradicción de tesis 105/2001-ps en que participó el presente criterio.
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de Administración de la Fiscalía Gene'ral del Estado de

Morelos.36

8.- La Documental: Consistente en la Constancia de

Situación Laboral, a nombre de  ,

expedida con fecha veinticinco de marzo del año dos mil

veintiuno, por el Coordinador General de Administración de la

Fiscalía General del Estado de Morelos.3T

9.- La Documental: Consistente en copia de

credencial expedida por el lnstituto Federal Electoral, a

nombre de  .ss

10.- La Documental: Consistente en acuse de escrito

de solicitud de fecha primero de octubre de dos mil veintiuno,

suscrito por , y dirigido a la Agente del

Ministerio Público adscrita a la Dirección de Control de la

Visitaduría General y de Asuntos lnternos de la Fiscalía

General.3e

A estas pruebas no es factible atribuirles valor

probatorio alguno, al no tener relación con la contienda

planteada, además de estar anexadas en copia simple, en

términos del artículo 385 fracción 140 del CPROCIVILEM, de
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l! folas 14 de este expediente
o'Visible a Foias 15
38 Foias 16
3e Foias 24
oo Antes referido
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aplicación supletoria con fundamento en el aftículo Ta1 de la

LJUSTICIAADMVAEM.

11.- La Documental: Consistente en copias

certificadas, expedidas con fecha veintiséis de octubre de dos

mil veintiuno, por el Lic. Alejandro Jesús Aguilar Musito,

Agente del Ministerio Públicos Visitador Adscrito a la

Dirección de Control de la Visitaduría General y de Asuntos

lnternos, dependiente de la Fiscalía General del Estado de

Morelos, constantes de cuatrocientos treinta y ocho fojas, del

procedimiento administrativo VGyAI/D c100812021, seguido en

contra de  .

A las cuales se les confiere valor probatorio pleno en

términos de lo dispuesto por el artículo 43T primer pârrafoaz

del CPROC¡VILEM de aplicación supletoria a ' la
LJUSTICIAADMVAEM, por tratarse de copias certificadas

emitidas por autoridad facultada para tal efecto y serán

utilizadas para determinar la procedencia o no de la nulidad

demandada, por tratarse del procedimiento

VGyAI/DC100812021', de donde emana el acto reclamadoa3.

7.4 Razones de impugnacién

ot Antes referido.

o'ARTICULO 
497.- Documentos públicos. Son documentos públicos los autorizados

por funcionarios ptlblicos o depositarios de la fe pública, dentro de los límites de su
competencia, y con las solemnidades o formalidades prescritas por la Ley. Tendrån
este carácter tanto los originales como sus copias auténticas firmadas y autorizadas
por funcionarios que tengan derecho a certificar.
);''" lntegran el cuadernillo de datos personales
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7.4.1 Las razones de impugnación esgrimidas por la parte

actora en su demanda, aparecen visibles de la foja tres a la

seis, mismas que se tienen aquí como íntegramente

reproducidas en obvio de repeticiones innecesarias; sin que

esto cause perjuicio o afecte su defensa, pues el hecho de no

trascribirlas en el presente fallo no significa que este Tribunal

esté imposibilitado para el estudio de las mismas, cuestión

que no implica violación a precepto alguno de la

LJ USTICIAADMVAEM.

coNcEpros DE vro¡-RcróN. EL JuEz t¡o esrÁ oBLtGADo A
TRANScRrBrRLos. 44

El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los
conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que
haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su
actuación, pues no hay precepto alguno que establezcala obligación
de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no
deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de
la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime
pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma."

7.5 Contestación de la demanda

La autoridad demandada alegó la improcedencia de la

demanda y de las pretensiones, así como las razones de

impugnación, porque de la lectura de estos últimos se

apreciaba eran apreciaciones subjetivas que resultaban

infundadas, inoperantes e inatendibles.

7.6 Análisis de la contienda

o'srcuNDo TRTBUNAL coLEGtADo DEL sEXTo ctRcutro. JURtspRUDENctA
de la Novena Época. lnstancia: SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO
CIRCUITO. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaoeta. Tomo: Vll, Abril
de '1998. Tesis: Vl.2o. J1129. Página: 599.
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Dado el análisis en su conjunto de lo expresado por ra parte

actora en las razones por las que se impugna el acto que

demanda, este Tribunal en Pleno se constriñe a analizar la

razon de impugnación que le traiga mayores beneficios y

atendiendo su causa de pedir. A lo anterior sirve de apoyo

por analogía el siguiente criterio jurisprudencial:

coNcEpros DE v¡o¡-Rclóu EN AMpARo DtREcro. EL
EsruDro DE Los euE DETERMTNEN su coNces¡ó¡l DEBE
ATENDER AL pRlNctpto DE MAyoR BENEFtcto, puolÉr,¡oosr
OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN
FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL
QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A
coNsÏTUctoNALtDAD DE LEyES.o5

De acuerdo con la técnica para resolver ros juicios de amparo directo
del conocimiento de los Tribunales colegiados de circuito, con
independencia de la materia de que se trate, er estudio de los
conceptos de violación que determinen su concesión debe
atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de
aquellos guê, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya
alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a
constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar at prudente
arbitrio del órgano de control constitucional determinar la
preeminencia en el estudio de los conceptos de violación,
atendiendo a la consecuencia que para el quejoqo tuviera el que
se declararan fundados. con lo anterior se pretende privilegiai el
derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, ãe la
constitución Política de los Estados unidos Mexicanos, consistente
en garantizar a los ciudadanos el acceso real, cóm¡lleito y efectivo a la
administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos
sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden
de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor
beneficio jurídico para el gobernado, afeötado cón un acto de
autoridad que alfinal deberá ser declarado inconstitucional.

(Lo resaltado no es origen)

45 No. Registro: 17g.367, Jurisprudencia, Materia(s): común, Novena Época,
lnstancia: Pleno, Fuente: semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XXl,
Febrero de 2005, Tesis: P./J. 312005, Página: 5. Contradicción de tesis 3712003-pL.
Entre las sustentadas por la Primera y Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia
de la NaciÓn. 31 de agosto de 2004. Unanimidad de diez votos. Ponente: José Ramón
Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías.

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy siete de febrero en curso,
aprobÓ, con el número 312005,la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito
Federal, a siete de febrero de dos mil cinco,
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Siendo el único agravio el que se encuentra en esa

hipótesis y atendiendo a su causa de pedir, cuando la parte

actora manifiesta que:

Se viola en su perjuicio el artículo 4 fracción ll de la

LJUSTICIAADMVAEM que establece que serán causas de

nulidad la omisión de los requisitos formales exigidos por las

leyes, siempre que afecte las defensas del particular y

trascienda al sentido de la resolución impugnada, inclusive la

ausencia de fundamentación o motivación, en su caso, en

relación con el añículo 16 de la Constitucion Federal de nadie

puede ser molestado sino en virtud de mandamiento escrito

de autoridad competente, que funde y motive la causa legal

del procedimiento.

Ën suma de lo anterior, al ser la competencia un

presupuesto procesal, esta autoridad se encuentra

constreñida a revisar que los actos impugnados hayan sido,

emitidos por autoridades competentes, lo cual tiene base en

el siguiente criterio jurisprudencial:

COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. AL
SER UN PRESUPUESTO PROGESAL CUYO ESTUDIO ES DE
ORDEN PÚSU¡CO LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE
JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA DEBEN ANALIZARLA DE
OFICIO, SIN DISTINGUIR SI SE TRATA DE LA INDEBIDA,
rNsuFrcrENTE o DE LA FALTA DE FUNDAME¡lrnclót¡ DE
AQUÉLLA.46

a6 Registro digital: 172812: lnstancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Novena
Época; Materias(s): Administrativa; Tesis: Vlll.3o. J/22; Fuente: Semanario Judicial de
la Federación y su Gaceta. Tomo XXV, Abril de 2007, página 1377; Tipo:
Jurisprudencia
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL OCTAVO CIRCUITO.
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?. ]r interpretación $e las tesis jurisprudenciFtqs p.lJ. 1Aß4, 2a.tJ.
9912006, 2a.lJ. 57120ú y 2a.lJ. 11sl2oos, públ¡cäoas en la Gaceta
del semanario Judieial de la Federación, ociava Época, Número 77,

Tayo de 1994, página 12 y Semanario Judicialbe'la Federación y su
Gaceta, Novena Época, Tomos XXIV, julio de 2006; XlV, noviembre
de 2001; y, XXll, septiembre de 2005, páginas 345,31 y 310,
respectivamente, de rubros: "CO|ViPËTENCIA. SU
FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENC.IAI DEL ACTO DE
AUTORIDAD."; "COMpETENC|A DE LA nUrdRiDno bÊunruonon
EN EL JUICIO DE NULIDAD. DEBE ANALIZARSE EN TODOS LOS
CASOS POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL. Y
ADMINISTRATIVA."; "COMPETENC|A DE LAS AUTORTDADËS
ADMINISTRATIVAS. EN EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE
CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON
PRECISIÓN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA
ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU CASO, LA RESPECTIVA
FRACCTÓN, tNCISO y SUBtNCtSO."; y "COMpETENC|A DE LAS
AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO
QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE
FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA
ATRIBUCION T¡ENCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN,
INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA,
SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE
TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESpONDtENTE.,'; se cotige que

RevisiÓn fiscal 23/2007. Administrador Local Jurídico de Torreón en el Estado de
Coahuila' 13 de febrero de 2007. Unanimidad de votos, Ponente: Ezequiel Neri
Osorio. Secretaria: Lilián González Martínez.
RevisiÓn fiscal 47412006. Administrador Local Jurídico de Torreón en el Estado de
Coahuila, en representación de la Secretarfa de Hacienda y Crédito público, del Jefe
del Servicio de Administración Tributaria y otras autoridades. 20 de febrero de 2007.
Unanimidad de votos. Ponente: Miguel lbnato Martfnez. sáciètaria:-rr¿ariã ¿ãl-p'rrt
Aspiazu Gómez,
RevisiÓn fiscal 47812006. Administ¡'ador Local Jurídico de Torreón en el Estado de
Coahuila, en representación de la $ecretaría de Hacienda y Crédito público, del Jefe
del Servicio de Administración Tributaria y otras autoridades. 20 de febrero de 2007.
Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Lobato Martinez. Secretario: José Enrique
Guerrero Torres.
RevisiÓn fiscal 483/2006. Administrador Local Jurídico de Torreón en el Estado de
Coahuila, en representación de la Secretaría de Hacienda y Crédito público, del Jefe
del Servicio de Administración Tributaria y otras autoridades. 20 de febrero de 2007.
Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Lobato Martinez. Secretario: Luis Sergio
Lomelí Cázares.
RevisiÓn fiscal 48g/2006. Administrador Local Jurídico de Torreón en el Estado de
Coahuila, en representación de la Secretaría de Hacienda y Crédito prlblico, del Jefe
del Servicio de Administración Tributaria y otras autoridades. 20 de febrero de 2007.
Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Lobato Martínez. Secretaria: Marfa del pilar
Aspiazu Gómez.
Notas: Esta tesis contendió en la contradicción 148/2007-S5 resuelta por la Segunda
Sala, de la que derivó la tesis 2a.lJ.Z1B\ZOO7, que aparece publicada en etsemãnario
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, diciembre de 2007,
página 154, con el rubro: "coMpETENclA. su ESTUDto oFlctoso RESpEcro DE
LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUIÇIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO,
DEBE SER ANALIZADA POR LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA
FISCAL Y ADMI NISTRATIVA."
Esta tesis contendió en la contradicción 134/2007-55 que fue declarada sin materiapor la Segunda Sala, toda vez que sobre el tema iratado existe la tesis 2a./J.
218t2007.
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cuando se analiza la competencia material, por grado o territorio de
cualquier autoridad administrativa, entre las que se incluye a la fiscal,
no cabe distinguir entre su falta o ausencia o una indebida o
incompleta fundamentación, para que las Salas del Tribunal
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa estén obligadas a
examinarla en forma oficiosa, toda vez que, como presupuesto
procesal que atañe a la correcta integración de un
procedimiento, es una cuestión de orden público, mayor aún en
un procedimiento que concluye con una resolución definitiva que
establece cargas fiscales a un particular. Lo anterior es así, ya que
por imperativo del artículo 16 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos la autoridad que lleva a cabo un acto
de molestia, tiene la ineludible obligación de justificar a plenitud
que está facultada para hacerlo, lo cual implica necesariamente
que cuenta con competencia para ello en los tres ámbitos
mencionados, es decir, por razón de materia, grado o territorio,
expresando en el documento respectivo el carácter con el que
suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que le otorgue dicha
legitimación, aun en el supuesto de que la norma legal no contemple
apartados, fracción o fracciones, inciso y subincisos, pues en tal caso,
debe llegar incluso al extremo de hacer la transcripción
correspondiente del precepto en que funde debidamente su
competencia, toda vez que la garantía de fundamentación
consagrada en el citado artículo 16, lleva implícita la idea de exactitud
y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad
administrativa para emitir el acto de molestia de que se irate, ya que
sólo así podrá justificar si su actuación se encuentra dentro del
ámbito competencial respectivo; de tal manera que si en un acto de
molestia no se citan con exactitud y precisión las normas legales que
facultan a la autoridad administrativa para afectar al gobernado, ese
acto concreto de autoridad carece de eficacia y validez, en tanto que
aquélla no proporcionó los elementos esenciales que permitan
conocer si tiene competencia para incursionar en la esfera jurÍdica del
particular, pues de lo contrario se le dejaría en estado de indefensión,
toda vez que ignoraría cuál de todas las normas legales que integran
el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del
órgano del que emana y en ese sentido, aun cuando la indebida,
insuficiente o falta de fundamentación de la competencia de la

autoridad generan la ilegalidad de la resolución administrativa en
términos de la fracción Il del artículo 238 del Código Fiscal de la

Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005, cuyo contenido
sustancial se reproduce en la fracción ll del artículo 51 de la Ley
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, relativa a la
omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes,
conforme al contenido y alcance del penúltimo párrafo de ese
numeral, coincidente con el penúltimo párrafo del invocado artículo
51, las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa
están obligadas a examinarla de oficio, al resultar ilegal el acto
combatido, precisamente por la actuación o intervención de una
autoridad que no acreditó tener competencia.
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como se adelanté es fu,ndad,a la razón antes descrita

como se explica:

De las constancias que obran en las copias

certificadas que contienen el inicio de la investigación, el

procedimiento administrativo de responsabilidades

administrativas y el acto impugnado, se desprende que, se

utilizaron como sustento entre otras normas, la

LoFlscALlAEM y su reqlamento, y atendiendo al contenido

de su artículo 102 de la Ley mencionada, se aplicó lo
dispuesto por la LSSPEM; no obsta ello, su instrumentación

se deformó para terminar ajustándose a la LGRA, lo cual se

considera violatorio del derecho esencial de debido proceso y

seguridad jurídica del demandante, por las siguientes

razones:

La LGRA, en cuanto al procedimiento de

responsabilidad adrninistrativa de los servidores públicos,

establece lo siguiente en los artículos 3 fracciones ll, lll, lv,

XlV, XV, XVI y XXVII y 208, mismos que a la letra versan:

Artículo 3. Para efectos de esta Ley se entenderá por:

ll. Autoridad investigadora: La autoridad en las secretarías, los
Órganos internos de conirol, la Auditorla superior de la Federación y las
entidades de fiscalización superior de las entidades federativas, así como las
unidades de responsabilidades de las Empresas productivas del Estado,
encargada de la investigación de Faltas administrativas;

lll. Autoridad substanciadora: La autoridad en las secretarÍas, los
Órganos internos de control, la Auditoría superior v rui norologas en las
entidades federativas, así como las unidades de ràsponsabilidades de las
Ë.mpresas productivas del Estado que, en el ámbito de su competencia,
dirigen y conducen el procedimiento de responsabilidades adminjstrativas
desde la admisión del lnforme de presunta responsabilídad administrativa y
hasta la conclusión de la audiencia inicial. La función de la Autoridad
substanciadora, en ningún caso podrá ser ejercida por una Autoridad
investigadora;

36



A1I T]A
TRIBUNAL DE lUSnCiA ADI'IINISf RAIVA

DEL ESTADO DE MORELOS

TJA/5.S E RA/J RA E M -08 81 2021

lV. Autoridad resolutora: Tratándose de Faltas administrativas no
graves lo será la unidad de responsabilidades administrativas o el servidor
público asignado en los érganos internos de control. Para las Faltas
administrativas graves, asi como para las Faltas de particulares, lo será el
Tribunal competente;

XlV. Faltas administrativas: Las Faltas administrativas graves, las Faltas
administrativas no graves; así como las Faltas de particulares, conforme a lo
dispuesto en esta Ley;

XV. Falta administrativa no grave: Las faltas administrativas de los
Servidores Públicos en los términos de la presente Ley, cuya sanción
corresponde a las Secretarias y a los Órganos internos de control;

XVl. Falta administrativa grave: Las faltas administrativas de los
Servidores Públicos catalogadas como graves en los términos de la presente
Ley, cuya sanción corresponde al Tribunal Federal de Justicia Administrativa
y sus homólogos en las entidades federativas;

XXVll. Tribunal: La Sección competente en materia de responsabilidades
administrativas, de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia
Administrativa o las salas especializadas que, en su caso, se establezcan en
dicha materia, así como sus homólogos en las entidades federativas.

Artículo 208. En los asuntos relacionados con Faltas administrativas no
graves, se deberá proceder en los términos siguientes:

l. La Autoridad investigadora deberá presentar ante la Autoridad
substanciadora el lnforme de Presunta Responsabilidad Administrativa, la
cual, dentro de los tres dias siguientes se pronunciará sobre su admisión,
pudiendo prevenir a la Autoridad investigadora para que subsane las
omisiones que advierta, o que aclare los hechos narrados en el informe;

ll. En el caso de que la Autoridad substanciadora admita el lnforme de
Presunta Responsabilidad Administrativa, ordenará el emplazamiento del
presunto responsable, debiendo citarlo para que comparezca personalmente
a la celebración de la audiencia inicial, señalando con precisión el día, lugar
y hora en que tendrá lugar dicha audiencia, asi como la autoridad ante la
que se llevará a cabo. Del mismo modo, le hará saber el derecho que tiene
de no declarar contra de sí mismo ni a declararse culpable; de defenderse
personalmente o ser asistido por un defensor perito en la materia y que, de
no contar con un defensor, le será nombrado un defensor de oficio;

lll. Entre la fecha del emplazamiento y la de la audiencia inicial deberá
mediar un plazo no menor de diez ni mayor de quince días hábiles. El

diferimiento de la audiencia sólo podrá otorgarse por causas de caso fortuito
o de fuerza mayor debidamente justificadas, o en aquellos casos en que se
nombre;

lV. Previo a la celebración de la audiencia inicial, la Autoridad
substanciadora deberá citar a las demás partes que deban concurrir al
procedimiento, cuando menos con setenta y dos horas de anticipación;

V. El día y hora señalado para la audiencia inicial el presunto
responsable rendirá,su declaración por escrito o verbalmente, y deberá
ofrecer las pruebas que estime necesarias para su defensa. En caso de
tratarse de pruebas documentales, deberá exhibir todas las que tenga en su
poder, o las que no estándolo, conste que las solicitó mediante el acuse de
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reclbo correspondiente. Tratándose de documentos que obren en poder de
terceros y que no pudo conseguirlos por obrâr en arc'hlvos privados, deberá
señalar el archivo donde se encuentren o la persona que los tenga a su
cuidado para que, en su caso, le sean requeridos en los'términos previstos
en esta Ley;

vl. Los terceros llamados al procedimiento de responsabilidad
administrativa, a más tardar durante la audiencia inicial, podrán manifestar
por escrito o verbalmente lo que a su derecho convenga y ofrecer las
pruebas que estimen conducentes, debiendo exhibir ias dõcumentales que
obren en su poder, o las que no estándolo, conste que las solicitaion
mediante el acuse de recibo correspondiente. Tratåndose de documentos
que obren en poder de terceros y que no pudieron conseguirlos por obrar en
archivos privados, deberán señalar el archivo donde se encuentren o la
persona que los tenga a su cuidado para que, en su caso, le sean
requeridos;

Vll. Una vez que las partes hayan manifestado durante la audiencia inicial
lo que a su derecho convenga y ofrecido sus respectivas pruebas, la
Autoridad substanciadora declarará cerrada la audiencia inicial, después de
ello las partes no podrán ofrecer más pruebas, salvo aquellas que sean
supervenientes;

vlll. Dentro de los quince días hábiles siguientes al cierre de la audiencia
inicial, la Autoridad substanciadora deberá emitir el acuerdo de admisión de
pruebas qup corresponda, donde deberå ordenar las diligencias necesarias
para su preparación y desahogo;

lx. concluido el desahogo de las pruebas ofrecidas por las partes, y si no
existieran diligencias. pendientes para mejor provebr'o más'pruebás que
desahogar, la Autoridad subsianciadora 

-declarará'abierto 
el periodo de

alegatos por un término de cinco dÍas hábiles comunes para las partes;

x. una vez trascurrido el periodo de alegatos, la Autoridad resolutora del
asunto, de oficio, declarará cerrada la instrucción y citará a las partes para
oÍr la resolución que corresponda, la cual deberá dictarse en un plazo no
mayor a treinta días hábiles, el cual podrá ampliar:se por una sola vez por
otros treinta días hábiles más, cuando la complejidad del asunto así lo
requiera, debiendo expresar los motivos para ello;

xl, La resolución, deberå notificarse personalmente al presunto
responsable. En su caso, se notificará a los denunciantes únicamente para
su conocimiento, y aljefe inmediato o al titular de la dependencia o enti'dad,
para los efectos de su ejecución, en un plazo no mayor de diez días hábiles.

como se advierte, en el primero de los dispositivos

transcritos de la LGRA, se establecen algunas definiciones

de conceptos que son usados reiteradamente en la

legislación; concretamente, dispone que autoridad
investigadora es el érgano de las secretarías, los órganos
internos de control, la Auditoría superior de la Federación y
las entidades de fiscalizacién super¡or de las entidades

federativas, así como las unidades de responsabilidades de
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las Empresas productivas del Estado, encargada de la

investigación de Faltas administrativas; la substanciadora

se refiere a las secretarías, órganos internos de control, la

Auditoría Superior y sus homólogas de las entidades

federativas, que dirigen y conducen el procedimiento de

responsabilidades administrativas desde la admisión del

informe de presunta responsabilidad y hasta la conclusión de

la audiencia inicial.

Además, prevé que la autoridad resolutora, tratándose

de faltas administrativas no graves, lo será la unidad de

responsabilidades administrativas o el servidor público

asignado en los Órganos lnternos de Control, mientras que,

para las faltas administrativas graves, será autoridad

resolutora el Tribunal.

Se destaca que, en cuanto a la distinción entre el tipo

de faltas administrativas atendiendo a su gravedad o no, el

legislador dispuso un catálogo de conductas que serán

consideradas graves y que, su sanción corresponde al

Tribunal Federal de Justicia Administrativa y sus homólogos

de las entidades federativas.

Finalmente, se prevé que por Tribunal habrá de

entenderse la sección competente de la Sala Superior del

Tribunal Federal de Justicia Administrativa o su sala

especializada en materia de responsabilidades

administrativas, así como sus homólogas en las entidades

federativas.
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Ahora, los artículos 208 y 209 de la legislación en

consulta establecen las actuaciones inherentes al

procedimiento de responsabilidades administrativas, los que,

atendiendo a si la conducta reprochada es grave o no, serán

llevados a cabo completamente ante el órgano lnterno de

control, o bien, parte ante este último y partê por er rribunal,

en su calidad de resolutor. En términos generales, el

procedimiento se desarrolla de la siguiente mänera:

1) La Autoridãd inveÉtigadora debe prêsêntar ante la

Autoridad substanciadora el lnforme de presunta

Responsabilidad Administråtiva, la cuâ|, dentro de los

tres días siguientes se pronunciará sob-re su admisión

(fracción l);

2) Admitido el informe por la autoridad

sustanciadora, ordenará el emplazamiento del

presunto responsable, debiendo citarlo para que

comparezca personalmente a la celebración de la

audiencia inicial y le hará saber los derechos que le
asisten, debiendo mediar un plazo no menor a diez

días ni mayor a quince entre el emplazamiento y la
fecha de la audiencia; además, que deberá citar a los

terceros con la oportunidad debida (fracciones ll, lll y
lv)

3) El día y hora señalado para la audiencia inicial el

presunto responsable rendirá su dedlaración por

escrito o verbalmente, y deberá ofrecer las pruebas

que estime necesarias para su defensa; asimismo, que
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los terceros llamados al procedimiento de

responsabilidad administrativa, a más tardar durante la

audiencia inicial, podrán manifestar por escrito o

verbalmente lo que a su derecho convenga y ofrecer

las pruebas que estimen conducentes (fracciones V y

vt)

4) Una vez desahoEada la audiencia inicial, la

Autoridad substanciadora declarará su cierre,

precluyendo a partir de ese momento la posibilidad de

que las paftes ofrezcan pruebas, con excepción de las

supervenientes (fracción Vl l).

5) Dentro de los quince dÍas hábiles siguientes al

cierre de la audiencia inicial, la autoridad

substanciadora deberá emitir el acuerdo de admisión

de pruebas que corresponda, donde deberá ordenar

las diligencias necesarias para su preparación y

desahogo (fracción Vlll).

6) Concluido el desahogo de las pruebas ofrecidas

por las partes, y si no existieran diligencias pendientes

para mejor proveer o más pruebas que desahogar, la

Autoridad substanciadora declarará abierlo el periodo

de alegatos por un término de cinco días hábiles

comunes para las paftes; en el entendido de que una

vez concluido tal período, se declarará cerrada la

instrucción y citará a las partes para el dictado de la

resolución que corresponda, la cual deberá notificarse
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personalmente al interesado, a los denunciantes y al

jefe inmediato del servidor público, en un plazo no

mayor a diez días hábiles (fracciones lX, X y Xl).

Tratándose de procedimientos disciplinarios que

involucren conductas no graves, la totalidad de actuaciones

descritas previamente serán llevadas a cabo ante el órgano
lnterno de control que corresponda; en cambio, tratándose

de asuntos que se relacionen con conductas graves, el

procedimiento que indica el artículo 209 de la ley en consulta

será el siguiente:

1) Las autoridades substanciadoras deberán realizar

los actos descritos en las fracciones I a Vlr del arliculo

208 de la ley general, es decir, desde la admisión del

informe de presunta responsabilidad administrativa

hasta el cierre de la audiencia inicial (segundo

párrafo).

2) Una vez concluida esta última diligencia, la

autoridad substanciadora deberá remitir al rribunal los

autos originales del expediente y notificar a ras partes

la fecha de su envío, indicándoles el domicilio del

tribunal,encargado de su resolución (fraccién l).

3) Recibido el expediente por el Tribunal, deberá

verificar que la falta descrita en el informe sea

efectivamente grave, pues, de no serlo, enviará el

expediente a la sustanciadora para que continúe el

procedimiento que corresponde a conductas no
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graves; asimismo, dispone la mecánica a seguir para

la reclasificación de la conducta en otra tipificada

también como grave (primera parte de la fracción ll)

4) Una vez que el Tribunal determine que el asunto

es de su competencia, por estar efectivamente frente a

una conducta grave, deberá notificar a las partes sobre

la recepción del expediente, y dictará dentro de los

quince días siguientes acuerdo en el que provea sobre

la admisión de pruebas y, en su caso, ordenará las

diligencias para su preparación y desahogo (última

parte de la fracción ll).

5) Concluido el desahogo de los medios de

conviceión y no habiendo más diligencias que realizar,

otorgará plazo de alegatos a las partes y,

posteriormente, declarará cerrada la instrucción,

teniendo a partir de ese momento treinta días,

prorrogables por otro período igual, para emitir la

resolución que corresponda, la cual deberá notificarse

a las partes (fracciones lll, lV y V).

Por otro lado, en cuanto al procedimiento de

responsabilidad administrativa regulado por la LSSPEM, se

establece.

Artículo 162.- En la Procuraduría, existirá una unidad administrativa
que fungirá como órgano de control inteino, investigación, vigilancia,
supervisión y evaluación técnica-jurídica, denominada Visitaduría
General, la cual, previa la investigación de los hechos denunciados, y
en su caso, el desahogo del procedimiento administrativo
correspondiente, someterá al Consejo de Honor y Justicia que para
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tal efecto se constituya, la propuesta de sanción derivada del
procedimiento previsto en su propía Ley orgánica en concordancia
con lo dispuêsto en la presente Ley.

Artículo 170.- En todo asunto que conozca'ra visitaduría General se
seguirá el procedimiento establecido por la Ley orgánica de la
Procuraduría Generalde Justicia y su reglamento.

Artículo 171.- En los asuntos que conozcan las unidades de Asuntos
lnternos, se abrirá un expe'diente con las conBtancias que existan
sobre el particular bajo el siguiente procedimiento:

Al momento de tener conocimiento de la queja o denuncia, contará
con quince días hábiles para integi'ar la investigación
correspondiente, allegándose de la información que sea necésaria,
así como de las pruebas cifreciöas por el qt¡ejoËo; y, en caso de
contar con pruebas suficientes, determinará el inicio del
procedimiento administrativo, cuando la conduct'â atribuida encuadre
o se encuentre prevista en el artículo 159;

concluido el término previsto en la fracción que antecede, se citará al
elemento policial sujeto a procedimiento, para hacerle saber la
naturaleza y causa del mismo, a fin de que conozca los hechos que
se le imputan, entregándole copias certificadas del expediente
formado para tal efecto, dejando constancia de ello;

Notificada que sea el efemento, se re concederán diez días hábiles
para que formule la contestación y ofrezca las pruebas que a su
derecho convengan; concluido el término se procederá a abrir un
período para el desahogo de las pruebas, por eltérmino de cinco dÍas
hábiles.

Dentro de dicho término, las partes deberán ofrecer las pruebas que asu derecho correspondan, relacionándolas con los hechos
controvertidos;

Transcurrido el término probatorio, dentro de los tres días siguientes
se dictará auto para que tenga verificativo la at¡diencia de pruebas y
alegatos, debiendo contener lugar, día y hora para el desahogo de lai
mismas, con el apercibimiento de ambas paftes, que en caso de no
comparecer sin causa justificada, se llevará a cabo la audiencia,
teniéndose por precluido cualquier dereôho qué pudiera ejercitar en la
misma. El plazo para el desahogo de esta audiencia no deberá
exceder de quince días hábiles;

En la audiencia a que se refiere la fracción anterior, se desahogarán
las pruebas ofrecidas y las partes deberán formular los alegatoð que
a su derecho convengan de manera verbal o por escrito;
se elaborará la propuesta de sancíón que se pondrá a consideración
del consejo de Honor y Justicia dentro de los cinco días hábiles
siguientes al cierre de la instrucción, a efecto de que éste emita la
resolución respectiva, que no deberá exceder del término de los diez
días hábiles siguientes; y
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A falta de disposición expresa y en cuanto no se oponga a lo que
prevé este ordenamiento, se estará a lo dispuesto supletoriamente
por la Ley de Justicia Administrativa en el Estado.

Estos dispositivos determinan que, en la ProcuradurÍa,

actualmente Fiscalía General del Estado de Morelos, la

Visitaduría General es el órgano instructor del procedimiento

de responsabilidad administrativa, quien someterá al Consejo

de Honor y Justicia que para tal efecto se constituya, la

propuesta de sanción derivada del procedimiento previsto en

su propia LOFISCALIAEM, empero, en concordancia con lo

dispuesto en la LSSPEM.

Así, todo procedimiento de responsabilidad

administrativa se abrirá un expediente con las constancias

que existan sobre el particular bajo el siguiente

procedimiento:

1) La autoridad instructora contará con quince días

hábiles para integrar la investigación contados a partir de la

queja o denuncia.

2) Concluido el plazo de la investigación, se dictará

auto de inicio de procedimiento, en el que se citará al sujeto a

procedimiento, para hacerle saber la naturaleza y causa del

mismo, a fin de que conozca los hechos que se le imputan,

entregándole copias certificadas del expediente formado para

tal efecto, dejando constancia de ello, concediéndole el plazo

de diez días hábiles para que formule la contestación y

afrezca las pruebas que a su derecho convengan.
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3) concluido el plazo de contestación der

procedimiento, se procederá a abrir un período para el

desahogo de las pruebas. una vez agotado, se verificará la
audiencia de pruebas y alegatos, en la que se desahogarán

las pruebas ofrecidas y las partes deberán formular los

alegatos que a su derecho convengan de manera verbal o
por escrito.

4) Dentro de los cinco días hábiles después del

cierre de la instrucción, la autoridad instructora elaborará la
propuesta de sanción que se pondrá a consideración del

consejo de Honor y Justicia, a efecto de que éste emita la

resol ución respectiva.

Finalmente, la LOFISCALIAEM, establece:

Artículo 102. En la Fiscaría General existirá una unidad
Administrativa,encargada de ra investigaeión, vigilancia, supervisión y
evaluación técnico jurídica, denomináda Visitãduría General y dá
Asuntos lnternos; la cual, previa la investigaeión de los hechos
denunciados y, en su caso, el desahogo del procedimiento
administrativo correspondiente, someterá al Õorisejo de Honor que
para tal efecto se constituya, la propuesta de sanðión derivada del
procedimiento previsto en la Ley General de Responsabilidades
Administrativas, en concordancia con lo dispuesto en la Ley del
Sistema de Seguridad pública del Estado de Môrelos.

Artículo 110. En los asuntos que conozca la Visitaduría General y de
Asuntos lnternos, se abrirá un expediente con las constancias que
existan sobre el padicular, bajo el procedimiento aplicable entérminos de la Ley General de Responsabilidades Administrativas.
contra la apertura del expediente y el desahogo del procedimiento no
procederá súspensión alguna.

Artículo 111. Los procedimientos que deba conocer la visitaduría
General y de Asuntos lnternos deberán resolverse en un plazo no
mayor de ciento ochenta días hábiles, contados a partir de la
presentación de la queja, Al vencimiento de este término se deberá
contar con la resolución del consejo de Honor, debidamente fundaday motivada, debiendo devolverla en su caso para su ejecución a la
VisitadurÍa General y de Asuntos lnternos. De cada ãctuación se
levantará constancia por escrito, que se integrará de forma secuencial
y numerada al expediente del procedimiento respectivo.
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Preceptos de los que se obtiene que la Visitaduría

General y de Asuntos lnternos, es la autoridad instructora de

los procedimientos de responsabilidad administrativa que

someterá la propuesta de sanción al Consejo de Honor y

Justicia, quien emitirá la sentencia correspondiente.

Empero, también se aprecia que los dispositivos 102 y

I 10 pre inseftos, establecen que el procedimiento se llevará a

cabo en términos de la LGRA.

En este caso, se considera procedente acoger las

consideraciones contenidas en la jurisprudencia PC.l.A. Jl154

A (10a.) emitida por el Pleno en Materia Administrativa del

Primer Circuito, de rubro:

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS MIEMBROS
DE LA POLICÍA FEDERAL. A QUIENES INTEGRAN EL SERVICIO
PROFES¡ONAL DE CARRERA POLICIAL LES ES APLICABLE
TANTO LA LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES
ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS, VIGENTE
HASTA EL 18 DE JULIO DE 2017, COMO EL NÉCIUCN
DISCIPLINARIO ESPECíFICO REGULADO EN LA LEY DE LA
por-rcíe FEDERAL Y su REGLAMENTo.

De conformidad con el artículo 2 de la Ley Federal de
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, son
sujetos de ésta los servidores públicos federales mencionados en el
párrafo primero del artículo 108 constitucional, entre otros, toda
persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier
naturaleza en la Administración Pública Federal; asimismo, en los
artículos 4 y 5 de la propia ley se señala que para la investigación,
tramitación, sustanciación y resolución, en su caso, de los
procedimientos y recursos establecidos en la ley de mérito, serán
autoridades competentes los contralores internos y los titulares de las
áreas de auditoría, de quejas y de responsabilidades de los órganos
internos de control de las dependencias de la Administración Pública
Federal, entendiéndose por dependencias a las consideradas así en
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, incluidos sus
órganos administrativos desconcentrados; y en los artículos 5 y 107
del Reglamento de la Ley de la Policía Federal se señala que la
Policía Federal contará con un Órgano lnterno de Control, cuyo titular
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ejercerá, en el ámbito de sus respectivas competencias, las
facultades previstas en la Ley Federar de ,Responsabilidades
Administrativas de los servidores púbricos entre oiras, iniciar el
procedimiento administrativo disciplinario; por ende los integrantes de
la Policía Federal, son susceptibles de incurrir en responsabitidad por
incumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo g de la Ley
Federal de Responsabilidades Administrativas de los servidoreå
Públicos y ser sancionados por las faltas administrativas en que
incurran, conforme al artículo 13 de la misma legislación, con
amonestación privada o pública; suspensión del empleo, cargo o
comisión por un periodo no menor de tres días ni mayor a un ãño;
destitución del puesto; sanción económica, e inhabilitación temporal
para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio
público; previa sustanciación del procedimiento previsto en el artículo
21 de dicho ordenamiento legal, por su órgano lnterno de control.
Además, al lado de ese régimen generar apricabre a los miembros de
la Policía Federal, que integran el servicio profesional de carrera
policial, coexiste su régimen disciplinario especial regulado en la Ley
de la Policía Federal y su Reglamento, der cual también son sujetos,
por incumplimiento de los deberes previstos en los artículos 1g de la
Ley de la Policía Federal y 185 del Reglamento de esa Ley, y podrán
hacerse acreedores a las sanciones de amonestación, sulpensión y
remoción, señaladas en el artículo 2o de esa legislación, previå
tramitación del procedimiento previsto, entre ot¡:os, enlos artículos 31,
33, 35 y 37 a 42 del mismo ordenamiento legal, precisamente por ei
consejo Federal de Desarrollo policial; eñ cónsecuencia, a los
miembros de la Policía Federal, que integran el servioio profesional
de carrera policial, les es aplicable ,tanto er régimen general de
responsabilidades previsto en la Ley Federal de iiesponéabilidades
Administrativas de los servidores Fribricos, como su régimen
disciplinario especifico regulado en ra Ley de la Fslicía Federaî y su
Reglamento, por incumplimiento a deberes distintos, siguiéndose
procedimientos por órganos diferentes y sancionándoseles ðe diversa
manera.oT

Toda vez que en un asunto similar del ámbito federal,

se determinó que la Ley Federal de Responsabilidades de /os

seruidores Publicos y la Ley de ta poricía Federal, no se

ot Suprema Corte de Justicia de la Nación; Registro digitat: 2020698; lnstancia: ptenos
de Çircuito; Décima Época; Materias(s): Administrativá; Tesis: pc.l.A J/1s4 A (10a.).
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 70, Septiembre de
2019, Tomo ll, página 1416Tipo: Jurisprudencia. Esta tesis se publícó el viernes 27
de septiembre de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judiäial de la Federación
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del'lunes 30 de septiembre
de 2019, para los efectos previstos en el þunto,séptimo delAcridiilo'General plenario
19t2413.
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contraponen sino que coexisten, pues dichos elementos de

seguridad pública no sélo son sujetos del régimen

disciplinario especial proveniente del apartado B del a

fracción Xlll, del artículo 123 Constitucional, sino que también

son sujetos al régimen establecido por la Ley de

Respons abilidades cuyo origen es el artículo 109

Constitucional; sin embargo, para ello se deben seguir los

procedimientos por órganos diferentes y sancionándoseles de

diversa manera.

Hipótesis que aquí se actualiza, habida cuenta que la

LSSPEM y la LGRA, coexisten, por tanto, los elementos de

seguridad pública pueden ser sujetos de sanciones previstas

en ambas legislaciones; sin embargo, el procedimiento se

debe instrumentar de acuerdo con la Legislación de que se

trate; consecuentemente, si la falta que se persigue se

contiene en la LGRA, conforme a ella se debe ajustar el

procedimiento, esto ês, deberá intervenir la autoridad

investigadora, la sustanciadora y en su caso, la resolutora;

pero, si la falta se persigue por disposición de la LSSPEM, el

procedimiento deberá ser instrumentado por el órgano de

asuntos internos, en el caso de la Fiscalía, la Visitaduría, y

será resuelto por el Consejo de Honor y Justicia.

Por ende, en el presente caso, en el que se instrumentó

un procedimiento conforme a la LGRA, empero, se resolvió

por el Consejo de Honor y Justicia, resulta evidente que este

último no resultó ser el competente, pues si la falta se hubiera

determinado no grave, debió ser resuelto por la autoridad
.49
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substanciadora y si se hubiera calificado como grave, la
competencia se fija a favor de este Tribunal.

situación que hace valer el actor, en el sentido de que

el acto impugnado es violatorio a no indicar una debida

competencia de la autoridad demandada.

Tampoco es inadvertido a este Tribunal en pleno, que

en el caso de la Visitaduría de la Fiscalía General del Estado

de Morelos, en efecto, la LOFISCALIAEM, dispone en su

artículo 102:

Artículo 102. En la Fiscalía General existirá una Unidad Administrativa
encargada de la investigación, vigilancia, supervisión y evaluación
técnico jurídica, denominarja Visitaduría Generar y de Asuntos
lnternos; la cual, previa"la investigación de ros,.heol,ros denunciados y,
en su caso, el desahogo del procedimiento administrativo
correspondiente, someterá al consejo de Honorque para tal efecto
se constituya, la propuesta de sanción derivada del pr:ocedimiento
previsto en la Ley General de Responsabilidades Administrativas, en
concordancia con lo dispuesto en la Ley del sistema de seguridad
Pública del Estado de Morelos.

Asimismo, los artículos 141, 144, 149, 1S0, 155, 156 y

157 del Reglamento de la LOFISCALIAEM, establecen:

ARTicuLo 141. La Visitaduría General en términos de la Ley
orgánica está encargada de la investigación, vigirancia, supervisión y
evaluación técnico jurídica; la cual, previa investigación de los hechoi
denunciados y, en su caso, el desahogo del procedimiento
administrativo correspondiente, someterá ar consejo de Honor la
propuesta de sanción correspondiente en términos de la Ley del
sistema de seguridad Pública del Estado de Morelos y demás
normativa aplicable.

ARTícuLo 1M. la Visitaduría General tendrá t¡,es Direcciones para
el efectivo despacho de los asuntos de su competencia, de acuerdo a
lo que establezca para tales efectos el titular de la misma. La
Dirección respectiva, a juicio del riturar de la Visitaduría General, está
facultada para llevar a cabo operaciones encubiertas en sus
investigaciones, atribución que ejercerá de conformidad con las
disposiciones previstas en la normativa aplícable.
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ARTICULO 149. Además de las previstas en la Ley Orgánica, la
persona titular de la VisitadurÍa General, tendrá las siguientes
atribuciones específicas:

l. Recibir, a través del personal bajo su adscripción, las quejas y
denuncias que se realicen en contra de todo el personal de la Fiscalía
General, así como brindar en todo momento un trato digno y
respetuoso a la ciudadanía;

ll, Realizar, por sí o a través del personal a su cargo, supervisiones
en las diferentes Unidades Administrativas, a fin de mantener el
orden, la disciplina, el respeto y la debida atención a la ciudadanía,
debiendo emitir las recomendaciones que deriven de la visita de
supervisión;

lll. Verificar, a través del personal a su cargo, que a las víctimas, a

sus familiares, así como a los imputados se les haya brindado la
asesoría jurídica necesaria, en términos de las disposiciones juridicas
aplicables;

lV. Elaborar un programa de visitas de supervisión y someterlo a la
aprobación del Fiscal General, e informar periódicamente de las
actividades realizadas;

V. Rendir, periódicamente al Fiscal General, un informe de los
trabajos realizados por la Visitaduría General a su cargo;

Vl. Coordinar sus acciones con la Unidad Administrativa competente,
a fin de dar contestación a las demandas que se instauren en contra
de la Fiscalia General, con motivo de algún procedimiento
administrativo de su competencia;

Vll. Certificar las constancias que se originen con motivo de la
investigación o de un procedimiento administrativo;

Vlll. Expedir las circulares que correspondan con motivos de las
acciones desarrolladas;

lX, Dirigir y establecer las polÍticas para el registro, clasificación,
manejo y reserva de la información sobre las conductas u omisiones
irregulares de los servidores públicos de la Fiscalía General;

X. Desahogar a través del personal bajo su adscripción, el
procedimiento de responsabilidad administrativo iniciado con motivo
de las quejas y denuncias que se realicen en contra de todo el
personal de la Fiscalía General;

Xl. Ejecutar las resoluciones que al efecto emita el Consejo de Honor
y Justicia, y

Xll. Aquellas que por su naturaleza deba desarrollar, de conformidad
con la normativa aplicable.

i
-lÄÊFì3
\N q)

qJ È\
Øq.HÙ

ËC)
ts

US
c)L)
<ë.Þ0ô s')
N
N H.l:

51



ARTícuLo, 150. El titular de la visitaduría General ejercerá sus
atribuciones por sí o a través de los Agentes Visitadorås y demás
servidores públicos que le estén adscritos. Los Agentes serán
considerados Visitadores para todos los efectos legales.
El Visitador General, los Directores, así como sus Agentes
Visitadores estarán dotados de fe pública en sus actuaciones.

ARTícuLo 15s. A falta de disposición expresa y en tanto no se
oponga a lo que prevé la Ley orgánica y el presente Reglamento, se
estará a lo dispuesto supletoriamente por la Ley 

-General 
de

Responsabilidades Administrativas, la Ley de Justicia Administrativa
para el Estado de Morelos y el Código procesal Civil.

ARTicuLo 156. El procedimiento de investigación se realizará con
base a lo establecido en el Libro segundo, tÍtulo primero, de la Ley
General de Responsabilidades Administrativas.

ARTiculo 157. Las sanciones impuestas por responsabilidad
administrativa no eximen al servidor público de la responsabilidad
penal, laboral o civil en que pudiese haber incurrido por sus actos.

Preceptos de los que se aprecia, que la

LoFlscALlAEM y su Reglamento, no prevén la regulación

de autoridad investigadora y sustanciadora para los efectos

del procedimiento de responsabilidad administrativa conforme

a la LGRA, pues si bien es cierto se instituye que la
Visitaduría General y de Asuntos lnternos se conformará por

tres direcciones, también lo es que se establece que cada

una funcionará de acuerdo a lo que establezca para tales

efectos el titular de la Visitaduría, por lo que realmente no

existe una división de competencias real, que pueda

considerar la existencia jurídica y material de una autoridad

substanciadora y otra investigadora dentro de la Visitaduría

General y de Asuntos lnternos de la Fiscâlia General del

Estado de Morelos.

Es así que, ante ra ausencia de competencias

definidas de las autoridades de la Visitad'ulia General de la
Fiscalía, que determine de manera específica, cuándo y por

52



TIA
"IRIBUNAL 

DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

DEL ESTADO DE I,IORELOS

TJ A/5.S E RA/J RAE M.O8 81 2021

qué un Agente del Ministerio Fúblico Visitador adscrito a la
Dirección de Asuntos lnternos de la Visitaduría General y de

Asuntos lnternos y el Agente del Ministerio Público adscrito a

la Visitaduría General y de Asuntos lnternos, puedan

considerarse autoridad investigadora y cuando

substanciadora, en el presente caso no es posible considerar

legal el procedimiento de responsabilidad administrativa que

las autoridades demandadas pretendieron ajustar conforme a

la LGRA.

Conclusión en la que no se pasa por alto que las

figuras de autoridad investigadora y resolutora, se regulan en

los artículos 118, 119, 120, 121 y 121 bis, del Reglamento de

la LOFISCALIAEM, para el Órgano lnterno de Control,

órgano fiscalizador de la Fiscalía General, en términos del

artículo 23-C de la Constitución Local, que mantiene la

coordinación necesaria con la Entidad Superior de Auditoría y

Fiscalización, mismo que tendrá autonomía técnica y de

gestión para el desempeño de sus funciones. Es decir, es un

órgano diferente a la Visitaduría General y de Asuntos

lnternos, quien en su ingen.iería jurídica no cuenta con dichas

figuras de autoridad investigadora y sustanciadora.

En este orden de ideas este Tribunal no puede

soslayar, que los artículos 1 02 y 1 10 de la LOFISCALIAEM,

al establecer que el procedimiento de responsabilidades

administrativas de los servidores públicos de la Fiscalía será

instruido por la Visitaduría General y de Asuntos lnternos

conforme a la LGRA, a cuya conclusión someterá al Consejo
53
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de Honor que para tal efecto se constituya ra propuesta de

sanción correspondiente, deforma el procedimiento previsto

en la LGRA, de manera ilegal.

ciertamente, este Tribunal se encuentra constreñido a

la inaplicación de las normas que contravengan la cafta

magna mediante un control difuso de la constitucionalidad.

Acorde con los aftículos 1" y 133 de ra constitucion

Política de /os Esfados unidos Mexicanos, las autoridades
jurisdiccionales ordinarias, para hacer respetar los derechos

humanos establecidos en la propia constitución y en los

tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea
parte, pueden inaplicar leyes secundarias, lo que constituye

un control difuso de su constitucionalidad y convencionalidad,

también lo es que subsiste el control concentrado de

constitucionalidad y convencionaridad de leyes, cuya

competencia corresponde en exclusiva al poder Judicial de la
Federación, a través del juicio de amparo, las controversias

constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad.

La diferencia entre ambos medios de control

(concentrado y difuso), estriba en que, en el primero, la

competencia específica de los órganos del poder Judicial de

la Federación encargados de su ejercicio es precisamente el

análisis de constitucionalidad y convencionalidad de leyes,

por tanto, la controversia consiste en determinar si la

disposición de carácter general impugnada expresamente es

o no contraria a la Constitucian Federal y a los tratados

internacionales, existiendo la obligación de analizar los
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argumentos que al respecto se aduzcan por las partes; en

cambio, en el segundo (control difuso) el tema de

inconstitucionalidad o inconvencionalidad no integra la litis,

pues ésta se limita a la materia de legalidad y, por ello, el

juzgador por razon de su función, prescindiendo de todo

argumento de las partes, puede desaplicar la norma.

Por ello, en el juicio contencioso administrativo en que

la competencia específica de este Tribunal es en materia de

legalidad, por razon de su función jurisdiccional, puede

ejercer el control difuso. En apoyo a lo antes expuesto, se

inserta la siguiente jurisprudencia:

CONTROL DIFUSO. SU EJERCICIO EN EL JUIGIO CONTENCIOSO
ADMINISTRATIVO.

Si bien es cierto que, acorde con los artículos 1o. y 133 de la
Constitucíón Política de los Ëstados Unidos Mexicanos, las
autoridades jurisdiccionales ordinarias, para hacer respetar los
derechos humanos establecidos en la propia Constitución y en los
tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte,
pueden inaplicar leyes secundarias, lo que constituye un control
difuso de su constitucionalidad y convencionalidad, también lo es que
subsiste el control concentrado de constitucionalidad y
convencionalidad de leyes, cuya competencia corresponde en
exclusiva al Poder Judicial de la Federación, a través del juicio de
amparo, las controversias constitucionales y las acciones de
inconstitucionalidad. La diferencia entre ambos medios de control
(concentrado y difuso), estriba en que, en el primero, la competencia
específica de los órganos del Poder Judicial de la Federación
encargados de su ejercicio es precisamente el análisis de
constitucionalidad y convencionalidad de leyes, por tanto, la
controversia consiste en determinar si la disposición de carácter
general impugnada expresamente es o no contraria a la Constitución
y a los tratados internacionales, existiendo la obligación de analizar
los argumentos que al respecto se aduzcan por las partes; en cambio,
en el segundo (control difuso) el tema de inconstitucionalidad o
inconvencionalidad no integra la litis, pues ésta se limita a la materia
de legalidad y, por ello, el juzgador por razón de su función,
prescindiendo de todo argumento de las partes, puede desaplicar la
norma. Ahora bien, en el juicio contencioso administrativo, la
competencia específica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y
Administrativa es en materia de legalidad y, por razón de su función
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jurisdiccional, este tribunal puede ejercer contror difuso; sin embargo,
si el actor formula conceptos de nulidad expresos, solicitando al
tribunal administrativo el ejercicio del control difuso respecto de
determinada norma, de existir coincidencia entre lo expresado en el
concepto de nulidad y el criterio del tribunal, éste puede inaplicar la
disposición respecJiva, expresando las razones jurídicas de su
decisión, pero si cónsidera que la norma no tiene méritos para ser
inaplicada, bastará con que mencione que no advirtió violación alguna
de derechos humanos, para que se estime que realizó el control
difuso y respetó el principio de exhaustividad que rige el dictado de
sus sentencias, sin que sea necesario que desarrolle una justificación
jurídica exhaustiva en ese sentido, dando respuesta a los argumentos
del actor, pues además de que el contror difuso no forma pãrte de su
litis natural, obligarlo a realizar el estudio respectivo convierte este
control en concentrado o directo, y transforma la competencia
genérica del tribunal administrativo en competencia específica. Así, si
en eljuicio de amparo se aduce la omisión de estudio del concepto de
nulidad relativo al ejercicio de control difuso del tribunal ordinario, el
juzgador debe declarar ineficaces los conceptos de violación
respectivos, pues aun cuando sea cierto que la sala responsable fue
omisa, tal proceder no amerita que se conceda el amparo para que se
dicte un.nuevo fallo en el que se ocupe de dar respuesta a ese tema,
debido a que el Poder Judicial de la Federación tiene competencia
primigenia respecto del control de constitucionalidad de normas
generales y, por ello, puede abordar su estudio al dictar sentencia. si,
además, en la demanda de amparo se aduce como concepto de
violación la inconstitucionalidad o inconvencionalidad de la ley, el
juzgador sopesará declarar inoperantes ros cònoeptos de violáción
relacionados con el control difuso y analizar los conceptos de
violación enderezados a combatir ra constitucionatioao y
convencionalidad del precepto en el sistema concentrado.',

En este contexto, se aprecia que los â,rtículos 102 y

1 10 de la LOH"$GALIAEM, al establecer que el

procedimiento de responsabilidades administrativas de los

serv¡dores públicos de la Fiscalía será instruido por la

Visitaduría General y de Asuntos rnternos conforme a la

LGRA, altera el proced¡miento prev¡sto en la LGRA, de

manera inconstitucional, pues el Congresista morelense

carecía de facultades para legislar en ese ámbito.

æ Registro digital: 2006186. lnstancia: segunda sala. Décima Época. Materias(s):
Común, Administrativa. Tesis: Za.lJ. 1612014 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario
Judicial de la Federación. Libro 5, Abril de 20'j4, Tomo l, página gg4. Tipo:
Jurisprudencia.
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En efecto, la emisión de los citados preceptos vulneró

los principios de legalidad, reserva y subordinación

jerárquica de la ley, al modificar temas que fueron

reservados de manera exclusiva a la Federación, mediante

la expedición de la LGRA, publicada en el Diario Oficial de la

Federación el dieciocho de julio de dos mil dieciséis, es

decir, conculcan, entre otros, los artículos 73, fracción XXIX-

V, y 124 de la Consfftución Política de /os Esfados Unidos

Mexicanos.

En efecto, mediante reforma publicada en el Diario

Oficial de la Federación el veintisiete de mayo de dos mil

quince, se emitió el decreto por el que se reformaron,

adicionaron y derogaron diversas disposiciones de la

Constitución en materia de combate a la corrupción, entre

ellas las fracciones XXIV y XXIX-V de su artículo 73,

mediante las cuales se facultó al Congreso de la Unión

para emitir, entre otras la ley general que distribuya

competencias entre los órdenes de gobierno paraestablecer

las responsabilidades administrativas de los servidores

públicos, sus obligaciones, las sanciones aplicables por los

actos u omisiones en que incurran y las que correspondan a

los particulares vinculados con faltas administrativas graves,

así como los procedimientos para su aplicación.

Asimismo, en los ar1ículos transitorios de la aludida

reforma se estableció una mecánica transicional, para la

transformación de los sistemas federal y locales en la

materia, misma que parte de la base que tanto en lo que se
57
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refiere a la coordinacién del sistema anticorrupción, como la

distribución de competencias entre los distintos órdenes en

materia de responsabilidades administrativas, se requiere de

la emisión por parte del congreso de ra unión de tas leyes

generales correspondientes, dentro del plazo de un año a
partir de la entrada en vigor der decreto de reforma

constitucional.

conforme al dictamen de la comisión de puntos

Constitucionales de la Sexagésima Segunda Legislatura de la

cámara de Diputados, se advierte que fue intención concreta

e integral del Constituyente:

"[...] crear e/ srsfema Nacional Anticorrupcion como una instancia de
coordinacíón entre las autaridades de fodos los órdenes de gobierno
competentes en la prevencion, detección y saniion de
responsaöilidades administrativas y hechos de corrupcion, así como
en la fiscalización y control de recursos pubtieos,t...l el sistema
nacianal de fiscalización, en términos del proyecfo, se inscribe coma
un suôsrsfema consalidado y autónomo pero funeionando como eje
central y pilar fundamental del srsfe ma Nacional Anticorrupción, de
forma tal que las accíones emprendidas por eit Estado para prevenir y
sancionar la corrupcion, no se llevarán a cabo de forma aislada o
fragmentada, sino c;otno un sistema integrat articulado para p¡systl¡¡,
sancianar las responsabilidades adminístrativas y /os hechos d'e
corrupción, sea que ésfas deriven del ejeircieiio indebido de los
recursos p(tblicos o bien, del incumptimiento de responsabilidades
ptiblicas que na se vinculan necesariamente con la hacíenda pública
[ ] de igual forma, la idoneidad de ta medida tamþién se justifica por
su alcance nacional: las entidades federativas deberán establecer
srsfemas locales anticorrupción, aspecto derivado de las iniciativas
dictaminadas. Es asi que esfos srsfemas rocales servirán como
necanismos de coordinación para el diseño, evaluación de políticas
de educacion, conçientización, prevención, detección y sanción de
responsabilidades administrativas y hechos de corrupción, así coma
la promoción de la integridad pública. Ë/ sr'sfema pretende homologar
accianes entre los diferentes órdenes de gobierno para ta generación
de mayares estándares de integridad púbtica y cambate a la
corrupcian. No obstante, esfe abjetivo no podrá alcanzarse srn
mecanismas de coordinación efectivos, can la finatidad de dotar at
srs/ema del marco jurídico necesario para su adecuado
funcionamienfo, se considera indispensabre complementar el marco
constitucional con la facuttad del congreso de /a lJnión, en su
carácter de autoridad del orden constitucional, de emitir una ley
general que establezca /as öases de coordinacion entre /a-s
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Fue así que, en cumplimiento a la citada reforma

constitucional, mediante decreto publicado en el Diario Oficial

de la Federación del dieciocho de julio de dos mil dieciséis,

se expidieron las leyes generales del Sistema Nacional

Anticorrupción y de Responsabilidades Administrativas, así

coMO Ia LORGTJAEMO

De esta manera, se explica la naturaleza del Sistema

Nacional Anticorrupción, donde constitucionalmente se

facultó exclusivamente al Congreso de la Unión, para legislar

entre otras, la ley general que distribuya competencias entre

los órdenes de gobierno para establecer las

responsabilidades administrativas de los servidores públicos,

sus obligaciones, las sanciones aplicables por los actos u

omisiones en que incurran y las que correspondan a los

particulares vinculados con faltas administrativas graves, así

como los procedimientos para su aplicación.

Por ende, el legislador morelense no estaba facultado

para modificar el procedimiento de responsabilidad

administrativa, en los artículos 102 y 1 10 de la

LOFISCALIAEM, en consecuencia, la instrumentación del

procedimiento disciplinario del demandante con normas

compuestas de la LSSPEM y la LGRA, resultó ilegal.

En ese tenor, atendiendo a las constancias que obran

en el proceso, debemos destacar que, desde el inicio de la
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investigación, hasta la resolución materia de impugnación, los

actos se realizaron y fundaron entre otros, en términos de la
LOFISCALIAEM y su Reglamento; LGRA y LSSPEM, tal

como se puede apreciar de manera nítida de las copias

certificadas que obran en las copias certificadas que

contienen el procedimiento administrativo y que a

continuación se detallan:

a. En fecha siete de enero de dos mil veintiuno, el

Agente del Ministerio Público Visitador adscrito a la
Dirección de Asuntos lnternos de la Visitaduría

General y de Asuntos lnternos de la Fiscalía General

del Estado de Morelos, envió a la Directora de

control adscrita a la Visitaduría General y Asuntos

lnternos de la Fiscalía General del Estado de

Morelos, el lnforme de presunta Responsabilidad

Administrativa (IPRA), incoado en contra del hoy

actor, comunicado que se fundó en los artículos 144

del Reglamento de la LOF¡SCALIAEM; 1g4, 20g de

la LGRA; 18 fracción Xvlll, 86, primer párrafo y
fracción ll;72, fracción ll, 73 fracción, inciso a) de la

LOFISCALIAEM; 8, 68, Og, 81, BZ inciso B) fracción

XlX, 86, 100 fracción XV, 159 fracción Xxlll de la
LSSPEM49

2. Acuerdo de fecha de enero de dos mil veintiuno,

por el cual se admite el IPRA y se señala audiencia

inicial, invocándose 102, 103, 104 fracción ll, 10S,

ot 
V¡s¡ble a fojas 466 a la 519 delsegundo juego de copias certificadas integrado en el

cuadernillo auxiliar del expediente que se resuelve.
60



\[/ T]A
TRIBUNAL DE JU'IIC]A ADMINISTRATTVA

DEL ESTADO DE MORELOS

TJA/5"S E RA/J RA E M.O8 81 2021

106, 108, 109, 110, 111, 112, 1 13, 114 de Ia

LOFISCALIAEM; 99, 159 fracción Vl , 162, 166, 170

de la LSSPEM; 149 fracción X, 156 del Reglamento

de la LOFISCALIAEMi 74, 111, 112, 113, 115, 1'18,

208 fracciones de la I a la Xl de la LGRA

3. Aeuerdo de admisión de pruebas de fecha

veinticuatro de marzo de dos mil veintiuno, donde se

procedió a determinar las pruebas admitidas,

utilizando como sustento los artículos 102, 103, 104,

'105, 106, '108, 109, 110, 111, 112, 113, 114 de la

LOFISCALIAEM; 99, 159 fracción Vl , 162, 166, 170

de la LSSPEM; 141, 153 y 155del Reglamento de la

LOFISCALIAEM; 111, 118, 142 208 fracción Vll de la

LGRA.

4. Sentencia de fecha veintiocho de mayo de dos

mil veintiuno, emitida por el Consejo de Honor y

Justicia de la Fiscalía General del Estado de Morelos,

dentro de procedimiento VGyAI/D C100812021,

incoado en contra de   , con

sustento entre otros, en lo establecido en los artículos

18 fracción XVlll,86, primer párrafo fracción ll, 100,

102, 103, 104, 105, 106, '108, 109, 1 10, 111, 1 15,

116, 117, y 119 de la LOFISCAL¡AEM, 153 y 156 de

su Reglamento; 3 fracción lV, 91, 94, 95, 113, 115,

116, 130, 1 31 , 133, 1 34, 158, 159, 193 fracciones l, ll,

lll; 208 fracción X de Ia LGRA, 68, 69, 81, 82 inciso

B), fracción XlX, 100 fracción XV, 159 fracción XXlll
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de la LSSPEM, en la que se le impuso la sanción de

destitución del cargo.so

Procedimiento que, en las etapas de investigación,

substanciación y resolución, se aplicaron diversas normas,

que deformaron el procedimiento, esencialmente porque

nunca se estableció de manera específica si las etapas

señaladas en líneas que anteceden, se realizaron atendiendo

a la LSSPEM o a la LGRA, lo que ocasionó incertidumbre en

todo momento, tocante a cual normatividad se pretendió

aplicar para imponer la sanción de la que se duele el

demandante.

En esa tesitura, se concluye la comisién de violaciones

formales en el procedimiento instaurado en contra de la parte

actora que repercutió en el acto impugnado; por ello con

fundamento en lo previsto por el articulo 4 fracción ll de la
LJUSTICIAADMVAEM que a la tetra dice:

Artículo 4. S.erán causas dernulidad de los actos impugnados:
se declarará que una resolución administrativa es'ire-gal cuando se
demuestre alguna de las siguientes causales:

ii.'or¡rion de los requisitos formales exigidos por ras reyes, siempre
que afecte las defensas del particular y trascienda al sentido de la
resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o
motivación, en su caso;

Se declara la ileqalidad v como consecuencia la

nulidad lisa v llana del acto reclamado consistente en la

Resolución de fecha veintiocho de'rnayo de dos mil

uo Visible a fojas 609 a la 632 del juego de copias certificadas del procedimiento
ad m inistrativo VGyAI/DC I 045 1202A.
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veintiuno, emitida por el CO,NSEJO DE HONOR Y

JUSTICIA DE LA FISCALíA GENERAL DEL

ESTADO DE MORELOS, en el procedimiento de

responsabi I idad ad m i n istrativa VGyAI/D C t OOS1 2021 .

8. ANALISIS DE LAS PR.ETENSIONES

La parte actora demandó las siguientes pretensiones:

8.1 La nulidad lisa y llana de la resolución emitida el

veintiocho de mayo de dos mil veintiuno, emitida

por el Consejo de Honor y Justicia de la Fiscalía

General del Estado de Morelos.

Misma que ha Sido decretada procedente en términos

del apartado que precede.

8.2 Que se niegue la destitución del cargo, en el que

laboró siendo el de Policía de lnvestigación Criminal para sí

poder regresar a sus actividades, que no es otra cosa que la

reincorporación al cargo que ostentaba.

Ahora bien, cabe señalar que, en materia de los

miembros de seguridad pública la reinstalación o

reincorporación se encuentra prohibida por la ley, en términos

del artículo 123 aparlado B, fracción Xlll, de la Constitucion

Política de /os Esfados Unidos Mexicanos, que dispone:

Artículo 123.- Toda persona tiene derecho al trabajo digno y
socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos y la
organización social de trabajo, conforme a la ley.
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B. Entre los Poderes de la Unión y sus trabajadores:

Xlll. Los militares, marinos, personal der servicio exterior, agentes del
Ministerio Público, peritos y los miembros de las instituciones
policiales, se regirá,n.por süs prdp-iàS leyes,
Los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las
instituciones policiales de la Federación, las,entidades federativas y
los Municipios, podrán ser separados de sus cargos si no cumpleñ
con los requisitos que las leyes vigentes en el momento del acto
señalen para permanêcer en dichas instituciones, o removidos por
incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus funciones. si la
autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción,
baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue
injustificada, el Estado sólo estará obtigado a pagar la
indemnización y demás prestaciones a que ienga derecño, sin
que en ningún caso proceda su reincorporación at servicio,
cualquiera que sea el resultado deljuicio o medio de defensa que
se hubiere promovido.

(Lo resaftado fue hecho por este Tribunal)

Al respecto la suprema corte de Justicia de la Nación,

estableció que a part¡r de la reforma const¡tucional de dos mil

ocho, la prohibición co,ntenida en dicho precepto de reinstalar

o reincorporar a los miembros de las instituciones policiales

es absoluta, debido a que dicha reforma priv¡legió el interés

general para el combate a la corrupción y la seguridad, por

encima del interés personal o la afectación que pudiera sufrir
el agraviado, la que en su caso se compensaría con el pago

de la indemnización respectíva, por lo que

independientemente de la razon der cese, remoción o baja

existe un impedimento constitucional para reincorporar al

servicio a la parte actora.

Este criterio quedó establecido por la segunda sala de

la suprema corte de Justicia de la Nación en la

Jurisprudencia 2a,lJ.iAgnA1O, Época: Novena Época,

Registro'. 164225, lnstancia: segunda sala, Tipo de Tesis:

Jurisprudencia, Fuente: semanario Judicial de la Federación
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y su Gaceta, Tomo XXX|l, Julio de 2010, Materia(s):

Constitucional, Laboral, Tesis: 2a.lJ. 10312010, Página: 310,

bajo el rubro:

sEcuRrDAD púBLrcA. LA pRoHrBrcróN DE RETNSTALAR EN
SU GARGO A LOS MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES
poLrcrALES, pREVrsrA poR el RRrÍcuLo r23, ApARTADo B,
pRrccróru xnr, DE LA coNST¡TUcrót¡ cENERAL DE LA
RepúeLrcA, REFoRMADo MEDTANTE DEcRETo puBLrcADo
EN EL DrARro oFrcrAL DE LA FEDERAcTóI'I Er- 1B DE JUNro DE
2008, ES APLICABLE EN TODOS LOS CASOS,
INDEPENDIENTEMENTE DE tl nRzÓI-¡ QUE MOTIvÓ eu cESE.51

Del citado precepto constitucional se advierte que los miembros de
las instituciones policiales podrán ser separados de sus cargos si no
cumplen con los requisitos de permanencia o si incurren en
responsabilidad, con la expresa previsión de que si la autoridad
resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra
forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado sólo está
obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que
tengan derecho, sin oue en ninoún caso oroceda su
reincorporación. cualquiera que sea el resultado del iuicio o
medio de defensa que se hubiere promovido. De lo anterior se
sigue que a partir de la aludida reforma la prohibición de
reincorporación es absoluta, lo que se corrobora con el análisis del
proceso relativo del que deriva que el Constituyente Permanente
privilegió el intèrés general por el combate a la corrupción y la
seguridad por encima de la afectación que pudiere sufrir el agraviado
la que, en su caso, se compensaría con el paqo de la

ela

(Lo resaltado fue hecho por este Tribunal)

Debido a lo antes expuesto, como ya se estableció, al

ser improcedente la reinstalación e ilegal la destitución de la

parte actora, le corresponde a la autoridad responsable

pagar la indemnización de noventa días, veinte días por cada

slContradicción de tesis 2112010. Entre las sustentadas por el Primer, Segundo y
Tercer Tribunales Colegiados del Noveno Circuito. 23 de junio de 2010. MayorÍa de
cuatro votos. Disidente y Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: Francisco
Gorka Migoni Goslinga.
Tesis de jurisprudencia'103/20'10. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto
Tribunal, en sesión privada del treinta de junio de dos mil diez.

65

Ss
¡> \)

(JÈ\
V)+

h¿{ 
CS

Õu
ìË-Þ.Õ- SJ
NÈ
(\ Fr-l

=



año trabajado y demás prestaciones a que tenga derecho en

términos precísamente del precepto constitucional antes

invocado y del artículo 6g de la LSSpEM que dice:

Artículo 69.- Los integrantes de las lnstituciones de seguridad
Publica y sus auxiliares, podrán ser separados de su cargo si no
cumplen con los requisitos de las leyes vigentes, que en el momento
de la separacién señalen para permanecer en las lnstituciones, sin
que proceda su reinstalación o restitución, cualquiera que sea el
juicio o medio de defensa para combatir la separación, y en su
caso' sólo procederá la indemnización, que serå otorgaáá por un
importe de tres mèses de satario otorgâdä por la= resolución
j u risdiccional correspondiente.

(Lo resaltado fue hecho por este Tribunal)

Así como con sustento en el siguiente criterio
jurisprudencial establecido por la suprema Corte de la Nación

en la Jurispr:udencia con núrnero de Registr:o 2,0134i,40, Tesis:

2a.lJ. 19812016 (10a.), en Materia constitr¡cional, Décima

Época, lnstancia: segunda sala, pubricada en el semanario

Judicial de la Federación, misma que a la letra señala.

SEGURIDAD PUBLICA. LA INDEMINIZACIÓN PREVISTA EN EL
ENTíCUUO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDOpÁnRnro, DE LA coNsnrucróN poliTrcA DE Lós ESTADos
UNIDOS MEXICANOS, COMPRENDE EL PAGO DE 3 MESES DE
SUELDO Y DE 20 OíAS POR CADA AÑO LABORADO
IABANDoNo DE LAs rEsts DE JURtspRUDENctA 2a.rJ.
11912011 Y AISLADAS 2a. Lxtxtzo11, 2a. Lxxt2011 y 2a.
XLVI/2013 (10a.) (.)1.

En una nueva reflexión, la segunda sara de la suprema corte de
Justicia de la Nación abandona el criterio contenido en las tesis
indicadas, al estimar que conforme al artículo 123, apartado B,
fracción Xlll, segundo pánafo, de ra constitucién política de los
Estados unidos Mexicanos, el constituyente otorgó a favor de los
agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las
instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los
Estados y los Municipios, el derecho ar pago de una indemnización en
el caso de que, a través de una resolución ernitida por autoridad
jurisdiccional competente, se resuelva que su seBaración o cualquier
vía de terminación del servicio de la que fuerôn objeto resulta
injustifïcada; ello, para no dejarros en estado de indefensiån al exjstir
una prohibigión absoluta de re¡ncorporarlos en el sery¡c¡o.
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Además, de la propia normativa constitucional se advierte la

obligación del legislador secundario de fijar, dentro de las leyes
especiales que se emitan a nivel federal, estatal, municipal o en el
Distrito Federal, los montos o mecanismos de delimitación de
aquellos que, por concepto de indemnización, corresponden a los
servidores públicos ante una terminación injustificada del servicio.
Ahora bien, el derecho indemnizatorio debe fijarse en términos
íntegros de lo dispuesto por la Constitución Federal, pues el espíritu
del Legislador Constituyente, al incluir el apartado B dentro del
artículo 123 constitucional, fue reconocer a los servidores públicos
garantías mínimas dentro del cargo o puesto que desempeñaban, sin
importar, en éu caso, la naturaleza jurídica de la relación que mediaba
entre el Estado -en cualquiera de sus niveles- y el servidor; por tanto,
si dentro de la aludida fracción Xlll se establece el derecho de
¡aailri¡ rrñâ in¡lam¡ila¡iÁn Ãh 

^âô^ 
¡l¡ ñrrÃ l¡ ¡anara¡iÁx

remoción. baia. cese o cualquier otra forma de terminación del
seryicio fuere iniustificada v. por su parte, en las leyes especiales
no se prevén los mecanismos suficientes para fijar el monto de ese
concepto, es inconcuso que deberá recurrirse a lo dispuesto, como
sistema normativo integral, no sólo al apartado B, sino también al
diverso apartado A, ambos del citado precepto constitucional; en esa
tesitura, a fin de determinar el monto indemnizatorio a que tienen
derecho los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros
de las instituciones policiales, debe recurrirse a la fracción XXll del
apartado A, que consigna la misma razón jurídica que configura y da
contenido a la diversa fracción Xlll del apartado B, a saber, el
resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados por el patrón
particular o el Estado ante la separación injustificada y sea la ley o, en
su caso, la propia Constitución, la que establezca la imposibilidad
jurídica de reinstalación. Bajo esas consideraciones, es menester
precisar que la hipótesis normativa del artículo 123, apartado A,

fracción XXll, que señala que "la ley determinará los casos en que el
patrono podrá ser eximido de la obligación de cumplir el contrato,
mediante el pago de una indemnización", deja la delimitación del
monto que por concepto de indemnización deberá cubrirse al

trabajador a la ley reglamentaria, constituyéndose en el parámetro
mínimo que el patrón pagará por el despido injustificado y, más aún,
cuando se le libera de la obligación de reinstalar al trabajador al
puesto que venía desempeñando; por tanto, si la ley reglamentaria
del multicitado apartado A, esto es, la Ley Federal del Trabajo,
respeta como mínimo constitucional garantizado para efectos de la

indemnización, el contenido en la fracción XXll del apartado A en su
generalidad, empero, prevé el pago adicional de ciedas prestaciones
bajo las circunstancias especiales de que es la propia norma quien
releva al patrón de la obligación de reinstalación -cumplimiento
fozoso del contrato- aun cuando el despido sea injustificado, se
concluye que, a efecto de determinar el monto que corresponde a los
servidores públicos sujetos al régimen constitucional de excepción
contenido en el artículo 123, apartado B, fracción Xlll, segundo
párrafo, de la Carta Magna, resulta aplicable, como mínimo, el monto
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establecido en el diverso apartado A, fracción XXll, y los parámetros a
los que el propio constituyente refirió al permitir que fuese la
normatividad secundaria la que los delimitara. En consecuencia. la
indemnizacign,englgba el paso de 3 meses,de salario v 20 días
por pada año de servicio, sin que se excluya la posibilidad de que
dentro de algún ordenamiento legal o administrativo a nivel federal,
estatal, municipal o del Distrito Federal existan normas que prevean
expresamente un monto por indemnización en estos casos, que como
mÍnimo sea el anteriormente señalado, pues en tales casos será
innecesario acudir a la constitución, sino que la autoridad aplicará
directamente lo dispuesto en esos ordenamientos.

(Lo resaltado fue hecho por este Tribunal)

En ese contexto, ês ptooedente condenar a la

autoridad dernandada al pago de la indemnización de tres

meses de remuneración, veinte días por cada año de

servicios y al pago de sus retribuciones, en el caso de ésta

última desde la fecha de la ilegal separación.

Las prestaciones a que se condene a la autoridad
demandada a partir de Ia fecha de ra separación, se seguir:án

generando hasta que se realice el pago correspondiente de la
prestación que se trate; en términos del siguiente criterio:

ELEMENTOS DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE
MORELOS. PARA CUANTIFICAR EL PAGO DE LOS SALARIOS
cAíDos o DE LA RErR¡BUcróN o nerrauñERAcróñ õi¡nlÃ
ORDINARIA ANTE LA SEPARACION, REMOCIÓN, CESE O BAJA
INJUSTIFICADA DE AOUÉLLOS, DEBE NÞUCNNST LA
JURISPRUDENCIA Za.lJ. 11OI2O1Z (10a.), DE LA SEGUNDA SALA
DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE TE MrcIöru.*

conforme al artículo 123, apartado B, fracción Xlll, segundo párrafo,
de la constitución Polítiea de ros Estados unidos liexicanos, los
agentes del Ministerio Público, los peritos y los, miernbros de las
instituciones policiales de la'Federación, de lås entidades federativasy de los Municipios, podrán ser separedos de sus cargos si no
cumplen con los requisitos que las leyes vigentes, en el momento del

52 Época: Décima Época; Registro: 20136g6; lnstancia: plenos de circuito; Tipo de
Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Gaceta del Semanario Judioial de la Federación; Libro
39, Febrero de 2017, Tomo ll; Materia(s): constitucional, comrjn; Tesis: pc.xvlll.p.A.
Ji3 A (10a.); Página: 1124.
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acto, señalen para permanecer en dichas instituciones, o removidos
por incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus funciones; y
que si la autoridad. jurisdiccional resolviere que la separación,
remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del
servicio fue injustificada, el Estado sólo estará obligado a pagar la
indemnización y demás prestaciones a que tengan derecho, sin que
en ningún caso proceda su reincorporación al servicio, cualquiera que
sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere
promovido. Al respecto, de una interpretación de los artículos 69 y
105 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de
Morelos, pudiera concluirse que debe aplicarse el diverso 45, fracción
XlV, de la Ley del Servicio Civil de la entidad, el cual limita el pago
por concepto de salarios caÍdos a 6 meses con motivo de la
separación injustificada de un trabajador al servicio del Estado -

disposición que fue declarada constitucional por la Segunda Sala en
la jurisprudencia 2a.lJ. 1912014 (10a.)-; sin embargo, considerando
que la legislación especial aplicable (Ley del Sistema de Seguridad
Pública del Estado de Morelos), no es suficiente ni armónica con la
Constitución y con los criterios jurisprudenciales que la interpretan, y
con la finalidad de no realizar una interpretación que pudiera resultar
restrictiva de derechos reconocidos por la Ley Suprema, se concluye
que para cuantificar el pago de |os salarios caídos y de la
retribución o remuneración diaria ordinaria de los elementos de
seguridad pública del Estado de Morelos, resulta aplicable el

criterio contenido en la jurisprudencia 2a.lJ. 11012012 (10a.) de la

Segunda Sala del Alto Tribunal, en la cual se sostiene que el
enunciado "y demás prestaciones a que tenga derecho",
contenido en el precepto constitucional aludido, vigente a partir de la
reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio
de 2008, forma parte de la obligación resarcitoria del Estado y debe
interpretarse como el deber de pagar la remuneración diaria
ordinaria, así como los beneficios, recompensas, estipendios,
asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones,
haberes, dietas, compensaciones o cualquier otro concepto que
percibía el trabajador por la prestación de sus servicios, desde que
se concretó su separación, remoción, baja, cese o cualquier otra
forma de terminación injustificada del servicio y hasta que se
realice el ppqo correspondiente: criterio que fue corroborado por la
propia Segunda Sala al resolver, en sesión de 16 de mazo de 2016,
el amparo directo en revisión 542812015, Por tanto, mientras no se

emita la normativa local que reglamente el tema tratado, el referido
criterio jurisprudencial continuará siendo aplicable.

(El énfasis es añadido)

8.3 Condiciones de la Relación Administrativa

Para el efecto del estudio de las condenas económicas

procedentes, resulta primordial determinar la remuneración
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que la parte actora percibía, fecha de ingreso y fecha de la
terminación de la relación administrativa.

La remuneración bajo el cuar deberán calcularse las

prestaciones se determina de la siguiente forma:

El actor señalé qt¡e obtenía la cantidad de 
    rnensua,tes; sobre

este punto la autoridad dernandada no lo contradijo.

sin embargo, en autos obra la siguiente documental a

la cual se le otorgó valor probatorio, al no ser,-impugnada por

la autoridad demandada, de conformidad con los artículos
44453 y 49054 del cpRoclvltEM, aplicado
complementariamente a la Ley de la materia:

La Documentar: consistente en impresión de

comprobante para el Empleado, a nombre de 
 , correspondiente a la segunda quincena

del mes de agosto de dos mil veintiuno, de donde se
aprecia que quincenalmente el actor contaba con la cantidad
de      

 

De ahi que este será el monto que se tomará en
cuenta, porque como se advierte.es la últimareonstancia que

t3 ARTlcuLo 444,' Reconocimiento ficto de documentos privados. Los documentos
privados procedentes de uno de los interesados, presentados en juicio por vía deprueba y no objetados por la parte contraria, se tendrán por admitidor V rlrtiren ,r,
efectos como si hubieren sido reconocidos expresamente.
sa Ya referido

5u Fo¡as 10 del presente expediente.
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obra en autos respecto a las percepciones que se le cubrían

a la parte actora, a más de ser de mayor beneficio.

Percepción que se traduce de manera mensual,

quincenal y diario como a continuación se detalla:

Salario diarioSalario quîncenalSalario inensual

Por cuanto, a la fecha de ingreso, ninguna de partes la

refirieron, pero obran en autos las pruebas consistentes en:

La Documental: Consistente en copia simple de

Certificación laboral, folio 13495, a nombre de 

, expedida con fecha dos de junio de dos mil veintiuno,

por el Director General de Recursos Humanos de Gobierno

del Estado Libre y Soberano de Morelos, de donde se colige

como última fecha de ingreso el tres de noviembre de dos

mil ocho56.

La cual se admicula con la siguiente documental

Copia certificada del oficio FGE/CGA-/DRH-

24A512020-12, de fecha dos de diciembre de dos mil veinte,

expedido por el Director de Recursos Humanos de la Fiscalía

General del Estado de Morelos, donde se asentó como como

fecha de ingreso el tres de noviembre de dos mil ocho.57

su Foias 13 de este asunto.
tt 

M¡åma que obra en el anexo denominad_o cuadernillo de datos personales.
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Tocante a la fecha de la terminacién de la relación

administrativa será el treinta de agosto de dos mil
veintiuno. con base a los razonamientos vertidos en el

capítulo del estudio de las causares de sobreseimiento.

8.4 lndemnizaciones

El pago de indemnización por concepto de tres meses de

salario y de veinte días por cada año de prestación de

servicios, es procedente con base a los argumentos y

sustentos citados con antelación.

La indemnización tres meses de salarío, es el

siguiente salvo error u omisión de carácter aritmético y que
asciende a la cantidad de    

   .) que deviene de ta
siguiente operación:

Ahora bien, para el pago de la indemnización de veinte
días por cada año laborado, tenernos que, de la fecha de
ingreso tres de nov,iernb:¡.e de dos mil ocho al tres de
noviembre de dos mil veinte, da un total de doce años de
prestación de servicios y del cuatro de noviembre al
treinta de agosto de dos mil veintiuno son doscientos
noventa y seis díass8, como se aprecia de la siguiente tabla.

" Los periodos de los meses se toman por treinta días, ya que las percepciones sonquincenales.

  X
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¿o
30
30
30
30
30
30
30
30
3O

296

i,,, , :,:,,¡:rr¡åF.ERIOD,O: . ¡,,,,,,,i,
Noviembre 2020
Diciembre 2020
Enero 2021
Febrero 2A21
Marzo 2021
Abril2021
Mavo 2021
Junio 2021
Julio 2021
Aqosto 202'1

TOTAL

Es así que el tiempo que prestó sus servicios la parte

actora para las demandadas fue por doce años con

doscientos noventa y se¡s días.

Para obtener el proporcional de los doscientos

noventa y se¡s días, pr¡mero se saca el proporcional diario

de 20 días por año, se divide 20 (días x año) entre 365 (días

al año) y obtenemos el número 0.054794 como proporcional

diario.

Acto seguido se multiplica el salario diario integrado a

razon de   

por 296 días (periodo proporcional) por 0.054794

(proporcional diario de indemnización equivalente a 20 días

por año), de lo cual se obtiene   

    M N )

Cantidad que salvo error u omisión asciende a un total

de      
  .) y

que deriva de las siguientes operaciones:

=
S i*ìÈ _.i
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x296x0.054794

x2Qx12

8.5 Remunerac¡ones dejadas de percibir

Al demandante deberán de cubrirse el pago de las

remuneraciones dejadas de percibir desde la separación

hasta que se cubran en su totalidad.

Lo anterior resulta procedente en términos del artículo

123 apartado B, fracción Xlll, de la constitucian política de

/os Esfados unidos Mexicanos antes trascrito que dispone,

que en caso de que la remoción haya sído injustificada el

Estado sólo estará obligado a pagar ras prestaciones a que

tenga derecho, entre ellas las remuneraciones que debió

percibir diariamente. Situación que también tiene sustento en

los criterios jurisprudenciales previamente citados, pero solo

hasta que sea cubierta dicha prestación.

Procediendo a cuantificarse del primero de

septiembre de dos mil veintiuno hasta el veintiocho de

febrero de dos mil veintitrés por er momento, dejando a

salvo aquellas que se sigan generando, hasta que se realice

el pago correspondiente; para lo cual se determina que

durante dicho periodo han trascurrido treinta v seis
quincenas, de conformidad a la siguiente tabla

2023
2022

']if'&,FR[9.ìmt*rim
2421

a4
24

flgli,l$Iffit!|a\$*
08
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36Total

Por ello las treinta seis quincenas deberán

multiplicarse por el salario quincenal que asciende a la

cantidad de    

   arrojando el total de 
    

    como se colige de la

siguiente operación, salvo error u omisión involuntario de

carácter aritmético:

. , $UBTOIAL

 

, ,.1;.:,,;t,i'riQpEBAClqN, , :

 X 36

Total

8.6 Deducciones legales

La autoridad demandada tiene la posibilidad de aplicar

las deducciones que procedan y que la ley les obligue hacer

al momento de efectuar el pago de las prestaciones que

resultaron procedentes; ello tiene apoyo en el siguiente

criterio jurisprudencial aplicado por similitud:

DEDUGCIONES LEGALES. LA AUTORIDAD LABORAL NO ESTA
OBLIGADA A ESTABLECERLAS EN EL LAUDO.59

No constituye ilegalidad alguna la omisión en la que incurre la
autoridad que conoce de un juicio laboral, al no establecer en el laudo
las deducciones que por ley pudieran corresponder a las prestaciones
respecto de las que decrete condena, en virtud de que no existe
disposición legal que así se lo imponga, y como tales deducciones no
quedan al arbitrio del juzgador, sino derivan de la ley que en cada

tt Época: Novena Época; Registro: 197406, lnstancia: Tribunales Colegiados de
Circuito; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación
y su Gaceta; Tomo Vl, Noviembre de 1997; Materia(s): Laboral; Tesis: l.7o.T. J116,

Página: 346.
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caso las establezca, la parte condenada está en posibilidad de
aplicar las que procedan al hacer el pâgo de las cantidades
respecto de las que se decretó condena en su contra conforme a
la ley o leyes aplicables, sin necesidad de que la autoridad
responsable las señale o precise expresamente en su resolución.

(Lo resultado fue hecho por este Tribunal)

De ahí que, corresponde a la autoridad demandada y

a las que deþan participar de los actos de ejecución del

presente fallo, calcular y realizar las deducciones y

retenciones, incluyendo los impuestos y en su caso

retenciones derivadas de las lnstituciones de seguridad social

y del lnstituto de crédito de los Trabajadores al servicio del

Gobierno del Estado de Morelos (lcrsGEM) que

corre$pondan de conformidad con la normativa vigente.

8.7 Registro del fallo

consecuentemente, al haberse declarado la nulidad

lisa y llana del acto impugnado es procedente dejar sin

efectos las consecuencias que derivaron del mismo; por lo
tanto, corresponde a la autoridad demandada de

conformidad con el artícuro 150 segundo párrafo60 de la

LSSPEM, el cual señala que la autoridad que conozca de

cualquier auto de procesamiento, sentencia condenatoria o
absolutoria, sanción administrativa o resolución que

modifique, confirme o revoque dichos actos, notificará

60 Artículo 150.' El Centro Estatal tendrå a su cargo la inscripción y actualizaciôn de
los integrantes de las.institucioles de seguridad pUOt¡ca en åt neglstro Nacional del
Personal de Seguridad Pública de conformidad con lo dispuesto en ia tey General.
Çuando a los integrantes de las instituciones de seguridãd pública, o auxiliares de la
seguridad pÚblica se les dicte cualquier auto de procesamiento, sentencia
condenatoria o absolutoria, sanción administrativa o rãsolución que modifique,
confirme o revoque dichos actos, la autoridad que conozca del càso r"sp"riiuo
notificará inmediatamente ai Centro Estatal quien a su vez lo notificará al iegistro
Nacional, Lo cual se dará a conocer en sesión de Consejo Estatal a travéõ del
Secretariado Ejecutivo.
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inmediatamente al Centro Estatal de Análisis de lnformación

sobre Seguridad Pública, quien a su vez lo notificará al

Registro Nacional del Personal de Seguridad Pública, lo

siguiente:

a). Realizar las gestiones necesarias para que se

efectúe la anotación correspondiente a la nulidad lisa y llana

de que ha sido objeto el acto impugnado ante el Registro

Estatal y Nacional de Personal de Seguridad Pública.

b). lntegrar copia certificada de la presente resolución

al expediente personal de la actora.

8.8 Cumplimiento

Se concede a la autoridad demandada Consejo de Honor y

Justicia de la Fiscalía General del Estado de Morelos, un

término de diez días para que den cumplimiento voluntario a

lo ordenado en el presente fallo, una vez que cause

ejecutoria; apercibido que, de no hacerlo así, se procederá a

la ejecución forzosa en términos de lo dispuesto por los

artículos 90tt y 9162 de Ia LJUSTIGIAADMVAEM; así mismo,

ut Artícuto 90. Una vez notificada la sentencia, la autoridad demandada deberá darle

cumplimiento en la forma y términos previstos en la propia resoluciÓn, haciéndolo

saber a la Sala correspondiente dentro de un término no'mayor de diez dias. Si dentro

de dicho plazo la autoridad no cumpliese con la sentencia, la Sala, le requerirá para

que dentro del término de veinticuatro horas cumplimente el fallo, apercibida que, de

no hacerlo así, sin causa justificada, se le impondrá una de las medidas de apremio
prevista en esta ley.

u2 Artículo 91. Si a pesardel requerimiento y la aplicación de las medidas de apremio

la autoridad se niega a cumplir la sentencia del Tribunal y no existe justificación legal

para ello, el Magistrado instructor declarará que el servidor público incurriÓ en

desacato, procediendo a su destitución e inhabilitación hasta por 6 años para
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deberán proveer en la esfera de su competencia, todo lo
necesario para el eficaz cumplirniento de la presente

resolución.

A dicho cumplimiento están sujetas las autoridades

administrativas, que en razón de sus funciones deban
intervenir en el cumplimiento de esta sentencia.

Para mejor ilustración, se transcribe la siguiente tesis

lurisprudencial:

AUTORIDADES NO SCÑEMORS COMO RESPONSABLES.
ESTÁN OBLIGADAS A RËAIøNN IOS ACTOS NEGESARIOS
PARA EL EFICAZ CUMPLIMIENTO DE LA E¡TCÙTONIN DE
AMPARo. 6'

Aun cuando las autoridades no hayan sido designadas como
responsables en el juicio de garantias, pero en iazón de susfunciones deban tener interveñción en el cumplimiento de la
ejecutoria de amparo, están obligadas a realizar, dentro de los límÌtes
de su competencia, todos los actos necesarios para el acatamiento
íntegro y fiel de dicha sentencia protectora, y parä que-togre vigencia
real y eficacia práctica.

La condena de las prestaciones que resultaron
procedentes, se hace con la salvedad de que se tendrán por

peñar cualquier otro empleo, cargo o comisión dentro del servicio púbrico
o municipal.

desem
estatal
En todo caso, la Sala procederå en la forma siguiente:l Si la ejecuciÓn consiste en la realización de un acto material, la Sala podrá
realizarlo, en rebeldía de la demandada;
ll' Si el acto sÓlo pudiere ser ejecutado por la autoridad demandada y esta tuvieresuperior jerárquico, .la sala requerirå a su superior para que ordene lacomplementación de la .resolución; apercibido que, b" no Åacerlo así, sin causajustificada, se le impondrån las medidas de apremi'o previstas en esta rey;lll. si a pesar de fos, requerimientos ar 

'superiór 
.ráiåróùco, no se iograre ercumplimiento de la sentencia, y las medidas dä apremio rio resultaren eücãces, seprocederá en ros términos der párrafo primero de este articulo, y

lV' Para el debido cumplimiento de lai sentencias, el rr¡uunåi podrá hacer uso de lafuerza pública.
Ningún expediente podrá ser archivado sin que se haya debidamente cumplimentado
la sentencia y publicado la versión publica en'la Pági¡ã de ln-teinet del Tribunal.-- No. Reg¡stro: 172,605, Jurisprudencia, Materia(s): común, Novena Época, lnstancia:
Primera Sala, Fuente: Semanario Judicial.de u ÞãOerac¡on V su Gacåta, xxv, tvtayode 2007, Tesis: 1a.tJ. 57120A7, página: 144.
Tesis de jurisprudencia 5712007. Àprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal,en sesión de veinticinco de abril de dos mil siete.
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satisfechas, aquellas que dentro de la etapa de ejecución la

autoridad dernanda acredite con pruebas documentales

fehacientes que en su momento fueron pagadas al actor.

Lo anterior, con la finalidad de respetar los principios

de congruencia y buena fe guardada que debe imperar entre

las partes, pues si las demandadas aportan elementos que

demuestren su cobertura anterior a las reclamaciones de la

parte actora, debe tenerse por satisfecha la condena

impuesta, pues de lo contrario se propiciaría un doble pago.

Lo cual guarda congruencia con lo establecido en el

artículo 715 del CPROCIVILEM de aplicación

complementaria a la LJUSTICIAADMVAEM, el cual en la
parte que interesa establece:

ARTIGULO 715.- Oposición contra la ejecución forzosa. Contra la

ejecución de la sentencia y convenio judicial no se admitirá más
defensa que la de pago...

Por lo expuesto y fundado y además con apoyo en lo

dispuesto en los articulos 116 fracción V de la Constitucion

Política de /os Esfados Unidos Mexicanos, 109 bis de la

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelosi

los artículos 1, 18 inciso B fracción ll sub inciso l) y demás

relativos y aplicables de la LORGTJAEMO 1, 2 y 3, 85 y 86

de la LJUSTICIAADMVAEM se resuelve al tenor de los

siguientes:
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9. EFECTOS DEL FALLO

9.1 se declara la ilegalidrad. por ende, la Nuridad lisa v
Llana del acto i qnado consiste en:

Resolución de fecha veintiocho de rna)/o de dos mil
veintiuno, emitida por el CONSEJO DE HONOR y
JUSTICIA DE LA FISCALíA GENERAL DEL

ESTADO DE MORELOS, en el procedimiento de

respo nsabi I i dad ad m i n istrativa VGyAIIDCTAU ZOZI .

9.2 Se condena a la autoridad dernandada Consejo

de Honor y Justicia de la Fisoalí.a General del Estado de

Morelos, al pago y curnplimiento de ros siguientes conceptos,

que ascienden a la cantidad de   
    

  N.), que deriva de la siguiente condena:

TOT

Remuneración ordinaria diaria dejadas de percibir

lnd emnización de 20 días por cada año borado

lndemnización Constitucional (tres meses)

$

En la intel,igencia que, se seguir:á

actualización de aquellas prestaoiones eR

procedente hasta el pago correspondiente.

generando la

las que sea

9.3 Es improcedente la reinstalación de la parte

actora por estar prohibida constitucionalmente.
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10. PUNTOS RESOLUTIVOS

PRIMERO. Este Tribunal, es competente para conocer y

resolver el presente asunto, en términos de lo expuesto en el

capítulo 4 del presente fallo.

SEGUNDO. Se declara el sobreseimiento del presente

juicio en contra del Agente del Ministerio Público en su

carácter de autoridad Sustanciador Adscrito a la Visitaduría

General y de Asuntos lnternos; Directora de Control de la

Visitaduría General y de Asuntos lnternos; Coordinador

General de Administración de la Fiscalía General del Estado

de Morelos; y Directora General de Recursos Humanos de la

Coordinación General de Administración; todos de la Fiscalía

General del Estado de Morelos.

TERCERO. Se declara la ileqalidad. por ende. la

Nulidad lisa v Llana del acto impugnado consistente en la

resolución de fecha veintiocho de mayo de dos mil

veintiuno, emitida por el CONSEJO DE HONOR Y

JUSTICIA DE LA FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO ÐE

MORELOS, en el procedimiento de responsabilidad

ad m i n istrativa VGyAI/D q A0A 2021 .

CUARTO. Se condena a la autoridad demandada

CONSEJO DE HONOR Y JUSTICIA DE LA FISCALíA

GENERAL DEL ESTADO DE MORELOS, al pago y

cumplimiento de los conceptos establecidos en el apartado

9.2 de la presente sentencia.
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QUlNTo. Es improcedente la reinstalación de la

parte actora en términos del presente fallo.

sEXTo. La autoridad demandada deberá realizar

acciones necesarias oon el fin de que el Centro Estatal de

Análisis de lnformación sobre Seguridad pública, conozca el

resultado de la presente resolución, en cumplimiento a lo

resuelto en el apartado 8.7 de la presente resolución.

SÉPTIMO. En su oportunidad, archívese el presente

asunto como definitivo y totalmente concluido.

11. NOTIFICACIONES

NOTIFIQUESE

CORRESPONDA,

coMo LEGALMENTE

12. FIRMAS

Así por unanimidad de votos lo resolvieron y firmaron los

integrantes del Pleno del rribunar de Justicia Administrativa

del Estado de Morelos, Magistrado presidente GUILLERMO

ARRoYo cRUz, Titular de la segunda sala de lnstrucción;

MARIO oÓmez LÓpEz, secretario de Estr¡dio y cuenta
habilitado en funciones de Magistrado de la,primera sala de

lnstrucciónoa; HILDA MENDozf. cApETlLLo, secretaria de

Acuerdos habilitada, ên suplencia por ausencia del

Magistrado Titular de la Tercera sala de lnstruccién det

6o En términos del artículo 70 de la Ley argánica detTribunat de Justicia Administrativa
del Estado de Morelo;s: 97 segundo párrafo del Regtamento lnterior del Tribunat de
Justicia AdmÌnistrativa del Estada de Maretos y ai acüerdo pf JN23l2022 aprobado àn
la Sesión Ëxtraordinaria número trece de fechã veintiuno de Junio de dos mil veintidós
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Tribunal de Justicia Admi.¡jstr,ativa del Estado de Morelos6s;

Magistrado MANUEL GARC¡A QUINTANAR, Titutar de ta

Cuarta Sala Especializada en Responsabilidades

Administrativas; y Magistrado JOAQUÍN ROQUE

GONZÁLEZ CEREZO, Titular de la Quinta Sala

Especializada en Responsabilidades Administrativas y

ponente en el presente asunto, en términos de la Disposición

Transitoria Cuarta del decreto número 3448 por el que se

reforman y adicionan diversas. disposiciones de la. Ley

Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado

de Morelos y de la Ley de Justicia Administrativa del Esfado

de Morelos, publicada en el Periódico Oficial "Tierra y

Libeftad" número 5629 de fecha treinta y uno de agosto de

dos mil dieciocho; ante ANABEL SALGADO CAPISTRÁN,

Secretaria General de Acuerdos, quien autoriza y da fe.

TRTBUNAL DE JUSTTç|A 4DMTNTSTRATTVA

DEL ESTADO DE MORELOS EN PLENO.

MAGI

GUI OYO CRUZ

TITULAR DE tA SEGU
t.

DA SALA DE INSTRUCCION
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uu Con fundamento en lo dispuesto por el artfculo 70 de la Ley Orgánica del Tribunat
de Justicia Administrativa delEstado d'e Morelos.
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SECRETARIO D.E ESTUDIO Y HABILITADO EN

FUNCIONES DE'MAG'I.STRAEO DE LA P.ru,MERA SALA DE

INSTRUCCIÓN

HILDA CAPETI.LLO

SECRETARIA DE UERDOS HABILITADA, EN

SUPLENCIA POR AUSENCIA DEL MAGISTRADO TITULAR

DE LA TERCERA SALA DE INSTRUCCIÓN DEL TRIBUNAL

DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DË

MORELOS

MANUE.L 'QU}NTAfll#R

TITULAR DE LA CUARTA SALA ESPEC¡ALIZADA

EN RESPONSABI LIDADES ADMI NISTRATIVAS

GO EEZ EREZO

TITULAR DE LA QUINTA ESPECIALIZADA

EN RESPONSABILIDADE

ItirÉ
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S RETA GE RAL

ANAtsEL CAPISTRÁN

ANABEL SALGADO CAPISTRAN, General de Acuerdos de es
Administrativa del Estàdo de Mo os, CERTIFICA: que
resolución emitida por estè Tri bunal de Justicia Admi del

te número TJA/5!SËR¡JJ 8t2021, p0r
contra actos del OONSEJO E NORYJ CIA D

DEL ESTADO DE MORELOS Y OT ma es bada en esión de Pleno de fecha
quince de febrero del dos mil veintitrés

AIVlRC

exoedient
,

te Tribunal de Justicia
s corresponden a la
do de Morelos, en el
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En términos de lo previsto en los artículos 6 fracciones IX y X de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados; 3 fracción  XXI, 68 fracción VI, 113 y 116 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la información Pública; y 3 fracciones XXV y XXVII, 49 fracción VI, 84, 87 y 167 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en estos supuestos normativos.






